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Alan García asesino 


El suicida Alan García fue un feroz asesino 
de rebeldes y de gente absolutamente ino¬ 
cente. Creo que nadie tiene la relación de 
sus asesinatos, ni él mimo la tendría. 

A continuación parte de su historial de san¬ 
gre: 

-1985:69 personas asesinadas en Accomarca. 

- 1986: Más de 300 personas asesinadas en 
Lurigancho y El Frontón 

- 1988: 39 personas asesinadas en Cayara. 

-1989: 62 indígenas de Junín, incluyendo ni¬ 
ños, ancianos y mujeres fueron asesinados, 
acusándolos de ser terroristas. 

- 2006:2 personas mueren, el primero en una 
protesta contra la minera Yanacocha y el se¬ 
gundo en una protesta en Abancay 

- 2007: 9 personas mueren, dos de ellas como 
consecuencia de un paro del SUTEP, 5 en 
protestas en Ancash, Apurímac y Lima, y dos 
de ellas por "error" de las fuerzas del orden. 

- 2008:37 personas asesinadas, 3 en Pucallpa, 
Barranca y Ayacucho. Al menos 34 asesina¬ 
dos por los "Escuadrones de la muerte" en 
Tmjillo. 

- 2009: 36 muertos. 34 identificados y más de 
120 desaparecidos en el "Baguazo", 24 poli¬ 
cías y 9 nativos. 2 muertos en enfrentamien¬ 
to en Huancabamba. 

- 2010: 6 muertos en Chala, por represión es¬ 
tatal frente a mineros artesanales. 


Otra información señala lo siguiente: 

-1985:69 personas asesinadas en Accomarca. 

- 1986: Más de 300 personas asesinadas en 
Lurigancho y El Frontón 

- 1988: 39 personas asesinadas en Cayara. 

-1989: 62 indígenas de Junín, incluyendo ni¬ 
ños, ancianos y mujeres fueron asesinados, 
acusándolos de ser terroristas. 

- 2006: 2 personas mueren, el primero en una 
protesta contra la minera Yanacocha y el se¬ 
gundo en una protesta en Abancay. 

- 2007: 9 personas mueren, dos de ellas como 
consecuencia de un paro del Sindicato Úni¬ 
co de Trabajadores del Perú (SUTEP), 5 en 
protestas en Ancash, Apurímac y Lima, y dos 
de ellas por "error" de las fuerzas del orden. 

- 2008:37 personas asesinadas, 3 en Pucallpa, 
Barranca y Ayacucho. Al menos 34 asesina¬ 
dos por los 

"Escuadrones de la muerte" de Trujillo. 

- 2009: 36 muertos. 34 identificados y más de 
120 desaparecidos en el "Baguazo", 24 poli¬ 
cías y 9 nativos. 2 muertos en enfrentamien¬ 
to en Huancabamba. 

- 2010: 6 muertos en Chala, por represión es¬ 
tatal frente a mineros artesanales. 


Las masacres de Pucayacu, Umaru, 
Bellavista, Parcco, Pomatambo, Cayara, 
Santa Ana, Pampamarca, Chumbivilcas y 
Calabaza. 


Alan García también es encubridor y cómpli¬ 
ce de la existencia del comando paramilitar 
"Rodrigo Franco". Como se sabe, éste co¬ 
mando tuvo como tarea, asesinar en la oscu¬ 
ridad a todo aquel sospechoso de pertene¬ 
cer al Partido Comunista del Perú (Sendero 
Luminoso) o de apoyar a la "guerra popu¬ 


lar". A pesar de las denuncias nadie ha sido 
sancionado por los crímenes atroces cometi¬ 
dos por este comando. Incluso, "El Diario" 
fue víctima de un cobarde ataque que tuvo 
como objetivo su director, el periodista Luis 
ArceBorja. 


La masacre de Bagua ocurrida un 5 de junio 
del 2009, paradójicamente en el Día Mundial 
por el Medio Ambiente 
La protesta indígena en contra de nefastos 
decretos legislativos impuestos por el ejecu¬ 
tivo, atentatorias de los Derechos Humanos; 
y el grito desesperado ante las consecuen¬ 
cias de la explotación petrolera en la 
Amazonia, tuvieron como respuesta una de 
las más cobardes acciones estatales militari¬ 
zadas, causando una verdadera masacre, 
como fue la de Bagua. 

Según la información oficial del gobierno pe¬ 
ruano, el enfrentamiento tuvo un saldo de 33 
personas fallecidas (23 policías y 10 nativos) 
y 1 desaparecido. 

Luego, cuando organizaciones internaciona¬ 
les protestaron, dijo que no había que lamen¬ 
tarse, pues los muertos eran "ciudadanos de 
segunda categoría" refiriéndose a los her¬ 
manos amazónicos. 


En mi libro "Nosotros los Indios" hablo de la 
masacre de Pucallpa donde fui enviado por 
la Confederación Campesina del Perú (CCP) 
Eran aproximadamente las 10 de la mañana 
del día jueves 9 de febrero del 1989 cuando 
más de 10 mil agricultores se volcaron sobre 
las calles de Pucallpa, para celebrar el triunfo 
de la huelga que habían sostenido por más 
de 15 días contra la desaparecida empresa 
estatal ENCI, sin presagiar que minutos más 
tarde la jomada terminaría en un baño de san¬ 
gre que dejó como saldo 9 campesinos muer¬ 
tos, decenas de heridos y desaparecidos. 
Cuando escuché los balazos y vi caer gen¬ 
te, llamé a que la gente se reuniera en cen¬ 
tro de la plaza, ahí realizaríamos una con¬ 
centración demostrando con ello que no 
éramos subversivos, un compañero levan¬ 
tó la bandera peruana y comenzamos a 
entonar el himno nacional, mostrando que 
era una reunión formal. De pronto escu¬ 
ché disparos. Vi a mi lado caer a tres, no sé 
si muertos o heridos. Nos tiramos al sue¬ 
lo. Las balas venían de dos direcciones. 
Comprendí que teníamos que vérnoslas 
con bandas de asesinos cobardes y 
avezados. Aprovechando una pequeña 
pausa corrimos fuera de la plaza por una 
calle de donde no venían disparos". 
Fuimos a nuestro alojamiento y ahí fueron a 
capturamos. Un compañero vio que me en¬ 
volvieron la cabeza y me metieron en un ve¬ 
hículo. Comunicó a Lima a la CCP, la que tras¬ 
mitió la denuncia a la oficina central de Am¬ 
nistía Internacional en Londres. Tuvieron 
que enviarme a Lima donde el juez ordenó mi 
libertad. La policía en lugar de liberarme me 
trasladó a Pucallpa. 

Luego de muchos avatares, la solidaridad in¬ 
ternacional que incluyó las escuelas de mis 
hijos en Suecia, logró mi libertad. 
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Dando Cuenta 

Hugo Blanco 


Radico en Cuernavaca, México. 

El Ejército Zapatista de Liberación 
Nacional a través del Concejo Indí¬ 
gena de Gobierno, convocó a una 
reunión en Amilcingo, Morelos, don¬ 
de recientemente fue asesinado 
Samir Flores Soberanes, quien lucha¬ 
ba contra la instalación de una 
termoeléctrica. 

En esa reunión hubo representación 
de muchos pueblos en lucha a nivel 
nacional. Incluso estuvieron presen¬ 
tes persona de otros países. 

La reunión tuvo el objetivo de apro¬ 
vechar el centenario del asesinato del 
revolucionario mexicano Emiliano 
Zapata, para avanzar en la unidad 
de la gente rebelde que está en con¬ 
tra del sistema oficial. 

En ella se acordó realizar las siguien¬ 
tes reuniones para conmemorar los 
100 años del asesinato de Zapata: En 
la mañana del 10 de abril, fecha del 
centenario del asesinato nos reuni¬ 
mos en Chinameca, lugar del asesi¬ 
nato. 

El actual presidente de México, 
Manuel Andrés López Obrador, 
demagógicamente ha denominado al 
año actual como «Año de Zapata». 
Quiso ir a Chinameca el día 10, pero 
la población rechazó su presencia, 
por lo tanto, tuvo que conformarse 
con ir a Cuernavaca, capital del Es¬ 
tado de Morelos. 

Hubo un acto político en el que 
Marichuy, (la excandidata indígena 
impulsada por la organización indí¬ 
gena nacional como candidata a la 
presidencia del país) habló en nom¬ 
bre del Ejército Zapatista de Libera¬ 
ción Nacional (EZLN), que es la or¬ 
ganización indígena rebelde que exis¬ 


te en 

Chiapas, en 
la zona libe¬ 
rada del go¬ 
bierno del 
país. El sub¬ 
comandante Moisés envió un escrito 
a la conmemoración. 

El gobierno impulsa el «Proyecto In¬ 
tegral Morelos» para el estado, cons¬ 
ta de tres puntos: 

Acueducto para llevar el agua 
de Cuamolle 

Un gasoducto rodeando el 
volcán Totocatepetl, donde hay peli¬ 
gro del volcán- 

La termoeléctrica de Huesca. 
En la tarde fuimos a Huesca, lugar 
donde está la termo-eléctrica repu¬ 
diada por el pueblo que lucha contra 
la contaminación. Como dijimos arri¬ 
ba, ya fue asesinado Samir Flores 
Soberanes por oponerse a la 
termoeléctrica, por esa razón fuimos 
a Huesca. 

Se acordó que la próxima reunión sea 
en el istmo de Tehuantepec donde el 
gobierno pretende hacer un ferroca¬ 
rril que una el Golfo de México con 
el Océano Pacífico. 


Estuve en el sepelio y en el homena¬ 
je posterior de Emilia Aurora Sosa, 
compañera de vida y lucha de Félix 
Serdán, antiguo luchador y mor ho¬ 
norario del Ejército Zapatista de Li¬ 
beración Nacional. 

Con la presentación de mi libro 
«Nosotr@s l@s Indi@s» en la prin¬ 
cipal universidad del país, la Univer¬ 
sidad Nacional Autónoma de Méxi¬ 
co (UNAM) inicié una gira para im¬ 
pulsar mi legado. 




Falleció Julio Cotler, reconocido sociólogo e intelectual pe¬ 
ruano Julio Cotler será recordado como uno de los intelec¬ 
tuales más importantes de nuestro entorno académico, re¬ 
conocido como uno de los más acreditados del país, que se 
ha convertido en una suerte de conciencia moral, visto en 
sus valientes intervenciones públicas en contra del autorita¬ 
rismo fujimorista. 
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Alrededor de 400 defensores 
han sido criminalizados du¬ 
rante este gobierno 

Servindi, 17 de abril, 2019.- David Velazco, presidente de 
Fundación Ecuménica para el Desarrollo y la Paz (Fedepaz), 
habló sobre la persecución, hostigamiento y encarcelamien¬ 
to que sufren los defensores de derechos humanos que pro¬ 
tegen a las comunidades y pueblos originarios. 

En entrevista para Servindi, el abogado Velazco mencionó 
que estas formas de hostigamiento son una constante en el 
país y que la tendencia es un incremento de los casos en 
contra de los líderes y lideresas en defensa de sus territo¬ 
rios. 

“Existen alrededor de 400 personas durante este gobierno 
que han sido afectadas en su integridad personal, víctimas 
de criminalización de la protesta social”, declaró. 

Además señaló que las demandas por los casos en busca de 
justicia para los defensores de derechos humanos son deja¬ 
das de lado por una falta de diligencia dentro del Poder Judi¬ 
cial y los procesos en contra de los lideres de las comunida¬ 
des terminan en prisión preventiva, cárcel o persecución 
judicial. 

También denunció que los convenios entre la Policía Nacio¬ 
nal y las empresas extractivas, el derecho penal y los esta¬ 
dos de emergencia “preventivos”. 

Ante los últimos, refirió que son una "estrategia extendida 
para desarticular a las comunidades que defienden sus dere¬ 
chos"; ello a pesar que el Estado peruano ha firmado conve¬ 
nios internacionales que protegen a los pueblos indígenas y 
se niega respetarlos, violando sistemáticamente sus dere¬ 
chos al territorio y a la vida. 

"Con recursos públicos, se privatiza los servicios de seguri¬ 
dad privada. Se brinda servicios de seguridad privada con 
fuerzas públicas, con la plata de todos los peruanos se 
protejen las instalaciones de todas las empresas... en la prác¬ 
tica la PNP ya no sigue los lincamientos del Ministerio del 
Interior", enfatizó Velazco. 



Las Bambas y la 
criminalización de la protesta. 


Los comuneros de Fuerabamas señalan que en las Bambas, 
500 de ellos están judicializados por las protestas que reali¬ 
zaron en los años 2011, 2015, 2016, 2017 y 2019, contra el 
incumplimiento de los compromisos por la MMG empresa 
estatal minera de la República Popular de China. 

Es precisamente el incumplimiento por parte de la empresa lo 
que ha motivado el conflicto que llevó a los comuneros de 
Fuerabamba a tomar la carretera, conflicto que ya lleva más 
de dos meses. 

Lo que llama la atención en muchos sectores, que sean 500 
los judicializados, tratándose de comuneros protagonistas, 
ni a los derechistas más recalcitrantes, se les ocurrió 
motejarlos de terrucos o antimineros. 

Siguiendo ésta lógica, en los lugares donde las comunida¬ 
des no quieren la explotación minera por considerarla, con 
razón, atentatoria contra su dedicación productiva, a sus 
aguas, al medio ambiente etc; los judicializados deberían ser 
miles. 

¿Por qué tanto judicializado? 

Alan Garcia y Jorge del Castillo el 21 de julio del 2007 median¬ 
te el D.L 982 modificaron el Código Penal, introduciendo en 
el artículo 200 extorsión 3er párrafo: "EI que mediante vio¬ 
lencia o amenaza, toma locales, obstaculiza vías de comu¬ 
nicación o impide el libre tránsito de la ciudadanía o per¬ 
turba el normal funcionamiento de los servicios públicos o 
la ejecución de obras legalmente autorizadas, con el obje¬ 
to de obtener de las autoridades cualquier beneficio o ven¬ 
taja económica indebida u otra ventaja de cualquier otra 
índole,../' o sea con razón o sin ella, vas preso. 


Exigen frenar invasiones 
en la Reserva Comunal 
Asháninka 



La Organización Asháninka Matsigenga del Río Apurímac 
(OARA), hizo un pronunciamiento público en el que rechaza 
la inacción estatal frente a esta creciente amenaza. 


La tala ilegal y las invasiones ponen en peligro sus territo¬ 
rios. 

La comunidad nativa de Shimashirinkani es la más amenaza¬ 
da. 

La Fiscalía Especializada en Materia Ambiental, sobornada 
por los invasores, ofrece ir a inspeccionar pero no lo 
hace.Exigen frenar invasiones en la Reserva Comunal 
Asháninka 

La Organización Asháninka Matsigenga del Río Apurímac 
(OARA), hizo un pronunciamiento público en el que rechaza 
la inacción estatal frente a esta creciente amenaza. 

La tala ilegal y las invasiones ponen en peligro sus territo¬ 
rios. 

La comunidad nativa de Shimashirinkani es la más amenaza¬ 
da. 

La Fiscalía Especializada en Materia Ambiental, sobornada 
por los invasores, ofrece ir a inspeccionar pero no lo hace. 
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La Comunidad Campesina de Fuerabamba se ha esforzado 
por mantener un proceso de diálogo y negociación con la 
empresa minera china, MMG Las Bambas, a cargo del pro¬ 
yecto minero en Apurímac, para lograr la atención de sus 
legítimas demandas por la afectación de sus derechos fun¬ 
damentales y colectivos a causa de las actividades mineras 
y en particular por el impacto ambiental y de salud que 
genera el transporte del mineral de dicha operación; por las 
afectaciones a su territorio, en gran parte por los incumpli¬ 
mientos de los acuerdos por parte de la empresa, sin que 
haya una respuesta efectiva de parte del gobierno; lo que 
ha desencadenado en la actual protesta que lleva más de 
50 días. 

Hasta la fecha, el Estado peruano, nuevamente, no ha cum¬ 
plido con asumir su rol como garante de derechos funda¬ 
mentales de las poblaciones y comunidades afectadas; ésta 
vez en el caso del proyecto minero Las Bambas. Hace poco 
el Viceministro de Gobemanza Territorial de la Presidencia 
del Consejo de Ministros, Raúl Molina, señaló que la ne¬ 
gociación entre la comunidad y la empresa minera es un 
“asunto privado”, donde supuestamente el Estado no tie¬ 
ne injerencia. Éstas declaraciones develan la política de 
abstención que maneja el gobierno peruano para resguar¬ 
dar los derechos de las comunidades, y posturas así son 
las que incitan a la conflictividad social. 

En medio de ésta permanente ausencia estatal para garan¬ 
tizar los derechos de las comunidades; en estos días la 
Policía Nacional (PNP) ha detenido en Lima a Gregorio Ro¬ 
jas Paniura, Presidente de la Comunidad Campesina de 
Fuerabamba; a los abogados Frank Aníbal Chávez Sotelo y 
Jorge Martín Chávez Sotelo; y a Carlos Femando Vargas 
Arizabal, por orden de la Fiscalía de Crimen Organizado de 
Apurímac; quiénes son acusados por los delitos de crimen 
organizado y extorsión. 

Al respecto, desde la Red Muqui y nuestras instituciones 
miembros, junto a organizaciones aliadas; mostramos nues¬ 
tra profunda preocupación por la detención del Presidente 
de la Comunidad Campesina de Fuerabamba, Gregorio Ro- 
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Agua de Lima amenazada 
por relaves mineros 

Reiteramos la denuncia hecha anteriormente y las autorida¬ 
des correspondientes probablemente reciben sobornos de 
las empresas, por eso no actúan 

Un ejemplo es el proyecto minero Ariana que está en una 
cabecera de cuenca que amenaza el túnel trasandino que 
trasvasa agua al rio Santa Eulalia, que es el principal colector 
hídrico de Lima. 

Esa nueva denuncia se escuchó en la reunión «El Agua es tu 
vida: efectos de la minería sobre las fuentes naturales de 
agua» realizado el 1 de abril en un auditorio del Congreso de 
la República. Dicha reunión fue impulsada por las parlamen¬ 
tarias Marisa Glave y Katia Gilvonio con la colaboración de 
instituciones interesadas en el tema 
El Servicio de Agua Potable y Alcantarillado de Lima 
(SEDAPAL) reconoce que el túnel Trasandino lleva el agua 
al rio Santa Eulalia y al río Rímac respectivamente y es esen¬ 
cial para abastecer de agua a Lima. 

Son 19 lagunas y 3 represas que la entidad administra en 
esta zona y almacenan más de 300 millones de metros cúbi¬ 
cos de agua. 

La explicación de la indiferencia de las autoridades naciona¬ 
les ante la tragedia que vive la capital del país, solo se explica 
por el soborno que reciben de la empresas mineras contami¬ 
nantes con metales cancerígenos como plomo y cadmio. 



~\ 


jas, y de los abogados Chávez Sotelo; debido a la acusa¬ 
ción de que serían parte de una “organización criminal”, 
como les imputa la Fiscalía. Respecto de los abogados; 
señalamos que debe haber una investigación rápida e im¬ 
parcial para determinar si existen responsabilidades. Se 
pueden tener diversas estrategias legales, pero considera¬ 
mos que no se puede criminalizar la defensa de derechos, 
más aún cuando se trata de defensa de derechos humanos. 

Estos métodos de criminalización donde se hace uso ilegí¬ 
timo del derecho penal, son una práctica estatal recurrente 
para desarticular la organización de comunidades que bus¬ 
can exigir el respeto de sus derechos. 

Finalmente, exigimos al gobierno que reconsidere el pedi¬ 
do de “imponer la fuerza” en el caso Las Bambas; pues una 
posible intervención de la PNP y las fuerzas armadas sólo 
agudizaría más la actual situación de conflictividad que el 
gobierno ya ha ocasionado con sus decisiones. También 
exigimos al gobierno que agote todas las vías para desarro¬ 
llar un diálogo informado y participativo. 

Firman: 

Asociación Pro Derechos Humanos (APRODEH) 
Asociación Marianista de Acción Social (AMAS) - La Li¬ 
bertad 

Centro de Cultura Popular Labor (Pasco) 

Comisión Episcopal de Acción Social (CEAS) 
CooperAcción - Acción Solidaria para el Desarrollo 
Coordinadora Nacional de Derechos Humanos (CNDDHH) 
Derechos Humanos Sin Fronteras (DHSF) - Cusco 
Fundación Ecuménica para el Desarrollo y la Paz (FEDEPAZ) 
Grupo de Formación e Intervención para el Desarrollo Sos- 
tenible (GRUFIDES) - Cajamarca 
Grupo Propuesta Ciudadana 
Instituto Ambientalista Natura (Ancash) 

Pastoral de la Dignidad Humana Arzobispado de Huancayo 

(PASSDIH) - Junín 

Red Uniendo Manos Perú (Junín) 

Red Regional Agua, Desarrollo y Democracia de Piura - 
Piura 

Vicaría de la Pastoral Minera de Pasco - Pasco 


PRONUNCIAMIENTO 

No a la criminalización de la protesta, primero son los 
derechos de la Comunidad de Fuerabamba 
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Después de leer cada uno de los 138 conve¬ 
nios de seguridad privada que tiene la Poli¬ 
cía Nacional del Perú (PNP) con empresas 
extractivas nacionales y trasnacionales -en 
el marco de una investigación en la que par¬ 
ticipé, y que ha producido el informe “Con¬ 
venios entre la Policía Nacional y las empre¬ 
sas extractivas en el Perú. Análisis de las re¬ 
laciones que permiten la violación de los de¬ 
rechos humanos y quiebran los principios 
del Estado democrático de Derecho”, me que¬ 
dan varias interrogantes. La primera es ¿cuá¬ 
les son los verdaderos intereses del Estado 
detrás de la firma de estos convenios?, la 
segunda es, ¿a quién defiende realmente la 
Policía en el Perú?, y la tercera, ¿realmente 
puede llamarse al Perú un Estado democráti¬ 
co y respetuoso de los derechos humanos, 
cuando sus políticas, mecanismos y accio¬ 
nes giran en torno al extractivismo y a los 
intereses privados, y atenían contra los de¬ 
rechos de miles de personas que son en su 
mayoría pueblos indígenas y comunidades 
campesinas? 

La preocupación y el cuestionamiento a esta 
relación no es poca cosa, pues no se trata 
sólo del contenido de los convenios, sino de 
la estructura legal y constitucional sobre la 
que están amparados. Y por supuesto, de la 
construcción y consolidación de un modelo 
extractivista, en el que al Estado peruano le 
importa más garantizar los intereses de las 
empresas que garantizar la vida, la salud, la 
libertad de expresión, el derecho al territorio 
y al ambiente sano de las personas más vul¬ 
nerables, de quienes se ven afectados direc¬ 
ta e indirectamente por los proyectos 
extractivos, de aquellos que defienden otro 
modelo de desarrollo, un modelo en el que se 
respeta la naturaleza y que tiene en cuenta la 


A quién defiende realmente la 
Policía Nacional del Perú 

Juliana Bravo Directora del Programa Amazonia de EarthRights Interational 



cosmovisión de los pueblos indígenas. 

La relación que existe entre la policía y las 
empresas extractivas viola principios esen¬ 
ciales de la Constitución Política, y desco¬ 
noce normas y estándares del derecho inter¬ 
nacional que el Perú está obligado a respe¬ 
tar, como la Convención Americana de Dere¬ 
chos Humanos. Los convenios son enton¬ 
ces ilegales, inconstitucionales y anti con¬ 
vencionales. 

A pesar de ello, hay muchos convenios vi¬ 
gentes: en la investigación realizada encon¬ 
tramos que a la fecha hay 29 convenios en 


curso que finalizan entre el 2019 y el 2022. Es 
más, en una de sus cláusulas se establece 
casi como regla que los convenios pueden 
ser renovados previo acuerdo de las partes, 
y en otros inclusive se establece su renova¬ 
ción automática. 

Para entender un poco más esta dinámica 
perversa de violación de derechos, es nece¬ 
sario repasar el mapa de la conflictividad so¬ 
cial en el Perú. En el ejercicio encontramos 
que aquellos lugares donde ha habido ma¬ 
yor movilización social, donde se han cues¬ 
tionado los proyectos extractivistas, y don¬ 
de las lideresas y líderes indígenas y campe¬ 


sinos han exigido respeto por sus derechos, 
son los mismos lugares donde hoy se en¬ 
cuentran vigentes los convenios de seguri¬ 
dad privada. Actualmente, hay 5 convenios 
en Caj amarca, 10 en el “corredor minero del 
sur”, y 2 en la Amazonia. Tampoco es casual 
que el Estado esté garantizando los intere¬ 
ses de empresas y proyectos tales como 
Minera Yanacocha, Petroperú, Las Bambas, 
Southern Copper, entre otros. 

Los convenios son, entre muchas cosas, un 
mecanismo de discriminación al otorgarle 
privilegios a las empresas extractivas sobre 
las personas. Se configura una relación jurí- 
dico-contractual, en la que el Estado privile¬ 
gia la condición social y económica de los 
empresarios, y excluye a los más vulnerables, 
a quienes no son rentables al negocio que se 
hace desde Lima, en los escritorios de poli¬ 
cías y gerentes de empresas. 

Los convenios desconocen los estándares 
sobre seguridad ciudadana y están lejos de 
garantizar el orden público. En realidad, lo 
que hacen es convertir a la policía en el agen¬ 
te de seguridad privada de las empresas, y 
eso no solo está en contradicción de su fun¬ 
ción esencial, sino que le quita toda legitimi¬ 
dad a su accionar. 

La privatización y desnaturalización de la 
función policial, junto con los estados de 
emergencia, hacen parte de un modelo 
institucional que se ha ido perfeccionando 
para blindar a la industria extractivista, su 
rentabilidad y su nefasto avance contra la 
madre tierra, a la vez que deslegitima la de¬ 
fensa de derechos. Todo esto es, sin lugar a 
dudas, un asunto de grave preocupación que 
seguiremos denunciando y visibilizando. 


Exmiembros de “Los Temerarios del ilegal SUSPENCIÓN a 

Crimen” delatan a Héctor Becerril CONGRESISTA del frente amplio 


La fiscal de la Nación Zoraida Avalos, amplió 
el caso “Los Temerarios del Crimen”, que vin¬ 
cula al congresista Héctor Becerril, tras las 
confesiones del exalcalde provincial de 
Chiclayo David Cornejo Chinguel, quien está 
siendo investigado como cabecilla de esta 
banda criminal. 

La investigación a Becerril es por los presun¬ 
tos delitos de cohecho pasivo impropio y trá¬ 
fico de influencias. Según la resolución de la 
fiscal de la Nación, los testigos indican que 
el congresista de Fuerza Popular aprovecha¬ 
ba su condición de parlamentario para ges¬ 
tionar asignación de fondos de obras públi¬ 
cas a cambio de una coima. Sin embargo, 
Becerril rechazó las imputaciones, pero para 
la fiscal de la Nación consideró que existían 
suficiente mérito para profundizar en la in¬ 
vestigación al congresista. 

David Cornejo Chinguel confesó a la Fiscalía 
los días 3, 4 y 6 de diciembre de 2018 que se 
reunió con el congresista Becerril por inter¬ 
medio de su exregidor Boris Bartra y como 
resultado de dichos encuentros, se aproba¬ 
ron proyectos de obras públicas de la Muni¬ 
cipalidad Provincial de Chiclayo como el me¬ 
joramiento vehicular y peatonal para el pue¬ 
blo joven Femando Belaunde Terry y la cons¬ 
trucción de pistas y veredas en la avenida 



Nacionalismo. 

Para ambos proyectos, según David Corne¬ 
jo Chinguel, él tuvo que proporcionar el 5 % 
del total de cada obra a los hermanos Anto¬ 
nio y Wilfredo Becerril Rodríguez. Actual¬ 
mente, el segundo de estos hermanos, se 
encuentra prófugo de la justicia y recibió 
sumas de dinero en efectivo de 50 mil, 10 mil 
y 15 mil soles por las gestiones que hizo 
Héctor Becerril. 

Para todos 

David Cornejo Chinguel, en relación a la plan¬ 
ta de transferencia de residuos sólidos de 
Chiclayo, aseguró que fueron los hermanos 
de Becerril, quienes por intermedio del regi¬ 
dor Boris Bartra, le pidieron que “apoye” a la 
empresaria Mirtha Gonzales Yep, represen¬ 
tante legal de la Constructora CRD, para que 
recibiera la adjudicación de la obra de 11 mi¬ 
llones de soles. Gonzales entregó al exregidor 
Bartra 30 mil soles como parte de la coima. 
Boris Bartra declaró el 7 y 8 de enero que 
estuvo presente cuando Héctor Becerril ofre¬ 
ció su apoyo a David Cornejo Chinguel para 
que fuera considerado en la Ley de Presu¬ 
puesto General de la República y obtener 
obras en Chiclayo, las que serían ejecutadas 
por constructoras cuyos pro¬ 
pietarios son militantes o sim¬ 
patizantes de Fuerza Popular. 
Según Bartra, Cornejo aceptó la 
propuesta y les dijo a los her¬ 
manos Becerril que les daría el 
3% de la obra, alrededor de 224 
mil soles. Becerril al escuchar 
esto, cuenta La República, abra¬ 
zó al alcalde Cornejo en forma 
de agradecimiento. 


Tomado de Wayka 


María Elena Foronda congresista del 
Frente Amplio fue sancionada por el pleno 
de dicha institución a 120 de suspensión, 
por haber contratado a Nancy Madrid 
Bonilla como asistente de su despacho, 
la misma que purgó una condena de 18 
años por ser integrante del Movimiento 
Revolucionario Túpac Amaru (MRTA), 
encargada según la sentencia, de las 
llamadas cárceles del pueblo que 
instituyera el referido movimiento. 

La suspensión en un acto de arbitrariedad 
por donde se le mire, no hay ni puede 
haber una ley específica que prohíba, que 
un sentenciado por el delito que sea, 
después de haber cumplido la pena 
impuesta, no pueda trabajar. 

La Comisión de Ética del Congreso, quien 
tuvo a su cargo el trámite de la acusación 
a congresista Foronda había 
recomendado una suspensión de 60 días 
sin goce de haber a la parlamentaria del 
Frente Amplio, sin 
embargo el pleno 
decidió aplicarle 
sanción máxima de 
120 días que 
contempla el 

reglamento congresal. 

Fueron 65 votos a 
favor, casi todo el 
fujimorismo presente, 
en contra hubo 20 
votos y 16 
abstenciones. Cifras 
que reflejan la 
revancha política del 
fujimorismo contra 


quienes más han luchado contra la 
corrupción y blindaje delincuencial, tanto 
a congresistas de su bancada, como a los 
jueces y funcionarios corruptos, 
protegidos por ellos. 

Tras ser sancionada la congresista 
Foronda dio una conferencia de prensa 
acompaña por los integrantes de su 
bancada en la que después de manifestar 
su absoluta indignación dijo, «Ningún 
congresista tiene la capacidad de contratar 
a nadie. Lo que hacemos es proponer a 
alguien que pasa por el filtro de la 
administración del Congreso en función 
del marco normativo vigente», declaró en 
conferencia de prensa. 

Añadió que Nancy Madrid ya había 
cumplido su pena y, por lo tanto, «estaba 
rehabilitada para poder trabajar». «No se 
ha infringido ninguna norma y ningún 
artículo del código de ética». 
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¿Su fuga estaba mas cantada que 
el himno nacional? 


General Carlos Morán Soto, mi¬ 
nistro del interior, a Ud. se le atri¬ 
buye ser un experto en inteligen¬ 
cia militar, haber sido pieza impor¬ 
tante en la captura de Abimael 
Guzmán, haber párticipado en la 
captura de Fernando Zevallos, de 
Aero Continente involucrado en 
trafico de drogas, en el destape de 
una red de sicarios, en la deten¬ 
ción del alcalde de Coronel Porti¬ 
llo, Luis Valdéz, por desbalance 
patrimonial, del espía de la FAP 
Víctor Ariza y los involucrados en 
el caso Business Track, sustentó 
la acusación policial contra los her¬ 
manos Sánchez Paredes por lava¬ 
do de dinero del narcotráfico. 
Oiga Ud. si son cierto las loas a su 
formación militar, porque no le fun¬ 
cionó la inteligencia para evitar que 
se escape su colega de armas, el 


general Donayre 
Todo el país sabía que le iban a qui¬ 
tar la inmunidad al congresista 
Donayre para que se materialice 
la condena de 5 años de prisión 
efectiva, que no se pudo hacer an¬ 
tes por el blindaje de la mafia 
fujimorista del congreso durante 8 
meses. 

Hay dos alternativas, o no tiene la 
formación que dice tener o es ud 
cómplice de la fuga de su colega 
de armas. 

Ahora que está fugado cuando 
pudo ser detenido, ofrece el esta¬ 
do, por su intermedio $100,000 
dólares a quien de informes que 
lleven a la captura del prófugo. En 
otras palabras su inoperancia la 
tiene que pagar el estado con nues¬ 
tro dinero que debería usarse para 
cosas más sustanciales. 


¿Dónde está Ud. general 
Edwin Donayre? 


El desaforado congresista Edwin 
Donayre será incluido en la lista de 
los más buscados del Ministerio de 
Interior y se ofrecerá una recom¬ 
pensa por información sobre su pa¬ 
radero, así lo informó el titular del 
sector, Carlos Morán. 

Además, indicó que, de acuerdo a 
informes de inteligencia, Edwin 
Donayre se encuentra en Lima. En 
esa línea, lamentó que se haya tar¬ 
dado el levantamiento de su inmu¬ 
nidad en el Congreso. 

“Ocho meses se ha demorado el 
Congreso para levantarle la inmu¬ 
nidad. Yo creo que con la reforma 
política que está impulsando el Eje¬ 
cutivo, estas cosas deben cortarse. 
Las personas por mas congresistas 
que sean no pueden estar ampara¬ 
das por esta inmunidad que es una 


suerte de complicidad para personas 
que han llegado al Congreso y co¬ 
meten delitos y se sienten protegidos”, 
sostuvo. 

El Pleno del Congreso levantó la in¬ 
munidad parlamentaria del congresis¬ 
ta Edwin Donayre para que cumpla 
una condena de 5 años de prisión 
efectiva impuesta por el Poder Judi¬ 
cial. Según dijo Daniel Salaverry, esta 
decisión será comunicada a la Corte 
Suprema de Justicia y, ante la 
vacancia del cargo, al Jurado Nacio¬ 
nal de Elecciones. 

Edwin Donayre no ha podido ser ubi¬ 
cado desde el pasado lunes 29 de 
abril hasta el día de hoy, fecha en 
la que el Pleno del Congreso deci¬ 
dió retirarle la inmunidad parlamen¬ 
taria tras la ratificación de su con¬ 
dena a prisión. . 
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Informalidad sigue dominando la 
creación de empleo en el Perú 

Por: Luis Alegría 



Uno de los grandes problemas estructu¬ 
rales de la economía pemana se ha acen¬ 
tuado durante el 2018. La informalidad 
laboral está acelerando su ritmo de cre¬ 
cimiento en lo que va del año y, en térmi- 
nos anualizados a junio, se ha 
incrementado 5,1 %; un ritmo similar al 
registrado a marzo de este año y, ade¬ 
más, superior a la tasa a la que crecía en 
años anteriores. 

Esto implica que en el país ahora hay 
12,2 millones de personas que trabajan 
en esa condición, es decir, un 73% de la 
fuerza laboral. Esta es la participación 
más alta desde mediados del 2015; tras 
haberse reducido ligeramente entre el 
2016 y el 2017. 

Entre junio del año pasado y junio del 
2018, se han creado 413.000 puestos de 
trabajo informales, lo que implica que la 
informalidad domina la dinámica del mer- 
cado laboral. En el mismo lapso, se han 
destmido 21.100 empleos formales (0,5 % 
del total). 

Todo esto -a diferencia de los últimos 
dos años- sucede en un período en que 
la economía está en fase de aceleración. 
En el primer semestre, el crecimiento fue 
4,29%, la mejor lectura desde finales del 
2013. El ‘divorcio’ entre la actividad 
y el mercado laboral se explica, por 
un lado, por los inusuales resultados 
de abril y mayo. También cabe recor¬ 
dar que desde abril de este año entró en 
vigor un salario mínimo 9,4% más alto, 
que elevó los costos de contratar formal¬ 


mente. 

Es importante resaltar, además, que es¬ 
tos datos contrastan con los de la planilla 
electrónica, que apuntan a que el empleo 
formal está creciendo. Sin embargo, esa 
foto está incompleta: solo considera los 
puestos de trabajo formales creados por 
empresas formales que tengan 
implementada la planilla electrónica, lo 
que deja totalmente fuera a la mayor parte 
de la fuerza laboral. 

CAMINOS DISTINTOS 

El problema del mercado laboral no es la 
falta de empleo, sino la calidad de este. 
Por ejemplo, en las microempresas y 
pequeñas empresas se han creado 
411.600 empleos, pero en condicio¬ 
nes informales. 

En las empresas medianas se ve una con¬ 
tratación casi estable; mientras que en 
las grandes aumentó la desocupación. 

A nivel de sectores productivos, resalta 
que todos aumentaron la contratación in¬ 
formal en detrimento de la formalidad. 
El mismo fenómeno se repite para todos 
los niveles educativos. 

Se debe enfatizar que empleo formal no 
necesariamente implica empleo adecua¬ 
do. Por ejemplo, en zonas urbanas hay 
4,3 millones de personas formalmente 
empleadas y 8,5 millones de informales. 
Al mismo tiempo, 8,1 millones tienen 
empleos adecuados (por ingresos y jor¬ 
nadas laborales completas), mientras 4,8 
millones están en subempleo. 


EN LIMA TRABAJAN MÁS DE 300 MIL 
VENDEDORES AMBULANTES 


Hay que defender su derecho a trabajar, hay que organizarlos como 
están los emolienteros y no reprimirlos 


El panorama que observamos actual¬ 
mente sobre los vendedores ambulan¬ 
tes en las calles limeñas no siempre 
fue así. Estos personajes que, al prin¬ 
cipio, sólo eran unos cuántos, se fue¬ 
ron multiplicando, e incluso fueron cam¬ 
biando sus modales y formas de tra¬ 
bajar, convirtiéndose finalmente en 
vendedores informales. 

Debido a diversos problemas sociales 
que se fueron generando al paso del 
tiempo, muchos de los vendedores 'de 


la calle' vienen siendo reprimidos por 
los serenos, pero pese a ello, "luego 
fueron formalizados", señaló el aboga¬ 
do en temas municipales, Julio César 
Castiglioni. 

Vale señalar que el 50 por ciento de 
los ambulantes tiene 25 y 44 años. Y el 
74 % de los 300 mil vendedores son 
mujeres, lo que supone que de cada 
comerciante sólo uno es hombre. Ade¬ 
más, el 93% de ellos no tienen estu¬ 
dios superiores. 
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Autodefensas de abajo, 
sentido común de los pueblos 



por Raúl Zibechi 

La Guardia Indígena del Cauca, nacida 
más de dos décadas atrás para defen¬ 
derse de las incursiones de paramilitares, 
militares y guerrillas, marcó un hito en la 
historia reciente de esas formas de ga¬ 
rantizar la vida de los pueblos. Fue reor¬ 
ganizada en grandes asambleas de los 
pueblos nasa y misak y cuenta con alre¬ 
dedor de 3.500 guardias elegidos por sus 
comunidades, en 18 cabildos o territo¬ 
rios ancestrales. 

Prestan servicio varones y mujeres de 12 
a 50 años, no sólo se defienden de ene¬ 
migos externos, usando sus bastones de 
mando, eligen coordinadores y prestan 
gran atención a la formación y la educa¬ 
ción de sus miembros, que tiene como 
una de sus tareas centrales aplicar la 
justicia comunitaria como forma de man¬ 
tener la armonía en los pueblos. 

Una década atrás surgió la Guardia Ci¬ 
marrona entre los pueblos negros de 
Colombia, inspirada en la historia de li¬ 
bertad y resistencia territorial del palen¬ 
que. Ahora que las FARC dejaron las ar¬ 
mas están apareciendo otros grupos ar¬ 
mados, a menudos narcos y 
paramilitares, que deben ser abordados 
desde la autodefensa por la guardia. 

«La Guardia Cimarrona es una propues¬ 
ta de protección y auto-protección comu¬ 
nitaria para la reconciliación, la construc¬ 
ción de convivencia y el logro de una paz 


«Lo que nos queda claro es que todos 
tenemos un mismo enemigo: el Estado.» 
Esa fue una de las conclusiones expresa¬ 
das en la síntesis de una de las mesas en el 
«Festival de la palabra: Por la vida y 
memoria de nuestros pueblos», encuentro 
de dos días organizado por el Centro de 
Derechos Humanos Fray Bartolomé de Las 
Casas y Voces Mesoamericanas, en el 
marco de su 30 y 10 aniversarios respec¬ 
tivamente. Festival de agravios, pero tam¬ 
bién de resistencias, de lucha, de creativi¬ 
dad, de vida frente a la muerte. 

Tierra y territorio, desplazamiento forza¬ 
do, migración, represión, tortura, ejecu¬ 
ción extrajudicial, desaparición forzada, 
militarización en el conflicto armado in¬ 
terno, defensorxs de derechos humanos 
y periodistas, solidaridad y otra justicia... 
esos son los temas tratados en estos dos 
días, que reúnen las palabras de pueblos, 
individuos y organizaciones de muchas 
geografías de nuestro agraviado país. 
Para muchxs, parecería que, frente a la 
magnitud de las agresiones, ya no hay sa¬ 


cón justicia social», señala una ponen¬ 
cia que abordas las tareas de la guardia 
(goo.gl/yjoCPP). 

Sus formas de acción son múltiples: pro¬ 
tección cultural desde los usos y cos¬ 
tumbres; protección espiritual de los te¬ 
rritorios y comunidades; protección po¬ 
lítico territorial y jurídica, con la aplica¬ 
ción de los sistemas de justicia propia; 
y protección individual y colectiva por las 
comunidades. 

Recientemente ha nacido una Guardia 
Comunitaria Wichi en la localidad de 


lida; se trata de una lucha perdida. Así lo 
expresó, por ejemplo, Mario Luna, del 
pueblo yaqui de Sonora y concejal del 
Concejo Indígena de Gobierno. Pero tam¬ 
bién nos llevó de la mano en un recorrido 
hacia el pasado del pueblo yaqui: los in¬ 
tentos de exterminio desde la Colonia, el 
desplazamiento forzado y la esclavitud en 
tiempos de Porfirio Díaz, los ataques ar¬ 
mados, los bombardeos aéreos. Ante eso, 
el pueblo yaqui ha resistido más de cinco 
siglos, organizando sus autoridades sin 
permitir la injerencia del Estado, organi¬ 
zando sus tropas, su autonomía. Si hasta 
ahora se pudo, seguiremos resistiendo, 
aunque ahora la estrategia de muerte usa¬ 
da en su contra sea privarlos de lo que da 
sentido a sus vidas: el agua, el río que está 
siendo desviado para la construcción de 
un gran corredor industrial. 

Despojar a los pueblos de sus territorios. 
Ya desde hace dos décadas el 
Subcomandante Marcos explicaba lo que 
para los zapatistas es la Cuarta Guerra 
Mundial: destruir y despoblar, para luego 


Sauzalito, en la región del Impenetrable 
Chaco, norte de Argentina (4 millones de 
hectáreas de bosques nativos en región 
semiárida) Cuenta con 300 integrantes 
que piensan llevar a más de mil para pro¬ 
teger sus 100 mil hectáreas del narco que 
saquea madera, peces y miel y pretende 
introducir drogas entre las y los jóvenes. 
Días atrás se formó una nueva 
autodefensa, la Guardia Indígena 
Whasek, en Nueva Pompeya. Hace más 
de un mes la guardia interceptó una ca¬ 
mioneta del Centro de Integración Comu- 

reconstruir y repoblar. Las y los desplaza¬ 
dos de Chalchihuitan saben bien lo que esto 
significa. Más de 5 mil desplazados por 
fuerzas paramilitares a servicio del gobier¬ 
no municipal de Chenalhó, con completa 
impunidad, que en su momento llevó a la 
muerte (de frío) de niños y ancianos, y 
que aún afecta a quienes no han podido 
regresar a sus tierras y que enfrentan los 
peligros de los constantes tiroteos y del 
terror impune cobijado por intereses polí¬ 
ticos, ante la mirada indiferente de la ma¬ 
yoría de la sociedad. 

Testimonios de la desaparición forzada y 
el terror impune de la mal llamada guerra 
contra el narco que ha devastado el país 
desde el gobierno de Felipe Calderón hace 
más de una década. Christian García y 
Claudia Iracema, de la organización 
FUUNDEC-FUNDEM, ambos con parien¬ 
tes desaparecidos, describieron los esfuer¬ 
zos incansables de los familiares por en¬ 
contrar a sus seres queridos, ante la omi¬ 
sión, complicidad y acción criminal directa 
del Estado. Búsquedas ciudadanas, el pri¬ 
mer banco de ADN independiente, regis¬ 
tro de personas desaparecidas... hacer lo 
que el Estado no hace, y al mismo tiempo 
luchar por la aprobación de legislaciones 
como la Ley General de Víctimas y la Ley 
General en Materia de Desaparición For¬ 
zada. Lo mismo expresó Reyna Guadalupe, 
del Co mi té de Familias Unidas Buscando 
a Nuestros Migrantes Junax Ko’tantik, 
incansable en su búsqueda de su hermano 
desaparecido. «Hoy lloré porque quería 
escuchar tu risa y sólo escuché gritos de 
dolor que salían de mi alma», dice el texto 
«Dolor de madre», de Claudia Iracema. 
Ante el vacío, «lo único que nos queda es 
no perder la esperanza», dice Reyna 
Guadalupe. 

Lydia Jiménez, de Pueblos Autónomos en 
la Defensa de los Usos y Costumbres, ha 
estado buscando justicia por el asesinato 
de su esposo a manos de militares. Su es¬ 
poso viajó un día a Tabasco a buscar una 
pieza para un auto, pero fue emboscado y 
asesinado por militares que después en¬ 
cubrieron el homicidio, con la complici¬ 
dad del Ministerio Público. «A mí no me 
importa el tiempo que pase, seguiré lu¬ 
chando por que se haga justicia.» 
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nitario dependiente del gobierno nacional 
e incautó el vehículo, que ahora se usa 
para el patrullaje del territorio. 
Finalmente, el año pasado se creó el Con¬ 
sejo de Recuperación Territorial (CRT), 
que volvió a reunirse en Miraflores a fines 
de febrero, que promovió la recuperación 
de 3.700 hectáreas, donde «están 
implementando pequeñas represas para 
almacenar agua para animales, huertas, 
fabricación de ladrillos, corrales para los 
chivos, chanchos y aves», según relata 
Alfredo Galarza. Además quieren cons¬ 
truir una escuelita, mientras las viviendas 
van dejando la improvisación del plástico 
y los palos para levantar paredes de ado¬ 
be y ladrillos. Las tres localidades del 
Chaco son pequeños pueblos de cinco a 
diez mil habitantes. 

«Dentro del CRT hay compañeros qom 
que integran el Consejo Qarashe, que es 
una organización indígena piquetera, que 
a su vez es un desprendimiento de la Or¬ 
ganización Toba Qompi, legendaria orga¬ 
nización indígena», sigue el relato. El 
concepto de organización indígena 
piquetera me parece alucinante, y revela 
la profundidad que adquirieron los movi¬ 
mientos en los últimos años, que van 
trenzando sus experiencias vitales. 

El Consejo consiguió que se construyan 
muchas viviendas en Miraflores, que en 
su mayoría «están a nombre de las mu¬ 
jeres de la organización, que son las que 
sostuvieron los piquetes y formaron la 
primer cooperativa de canastos Onolec 
Lagaraiq. Algunas de las mujeres de la 
cooperativa, han participado de los en¬ 
cuentros de mujeres a nivel nacional y a 
fines de 2018 hicieron el primer encuen¬ 
tro de Mujeres y Saberes sin la ayuda 
de ninguna organización, partido, ni sin¬ 
dicato». 


Capacidad creadora 
artesanal indígena 
inimitable 

Onolec Lagaraiq (una sola palma 
en lengua qom), es una coopera¬ 
tiva de artesanas que nace en 
2011 para evitar la explotación de 
los coyotes que lucraban con su 
trabajo (goo.gl/kWM2HP). El 
consejo Karashe ha conformado 
cooperativas de cestería, miel, 
madera y se disponen a inaugu¬ 
rar una radio, que nos dice 
Alfredo «consiguieron con sus 
propios recursos, además de una 
salita de primeros auxilios mane¬ 
jada por un enfermero qom». Van 
a poner en marcha canchas de 
basquetboll y ya tienen tres equi¬ 
pos de fútbol femenino indígena. 
Como hubiera dicho León Feli¬ 
pe, vengo a cantar «cosas de poca 
importancia» .esas peque¬ 

ñas cosas que están cambiando 
el mundo, abajo y a la izquierda. 



México: 


Por la vida y memoria de nuestros pueblos 
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Contaminación en China: estado 
de alerta roja 


Por Ana Isan. Actualizado: 25 febrero 2019 Ecología Verde) 
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Como es bien sabido, la contaminación at¬ 
mosférica es un grave problema en China. 
Desde hace años, numerosas ciudades, en¬ 
tre ellas su capital, registran unos niveles de 
contaminación exterior que ocupan los pri¬ 
meros puestos a nivel mundial. 

Por lo general, las urbes son lugares 
polucionados. Por contra, las ciudades en 
las que se cumplen las recomendaciones de 
la Organización Mundial de la Salud para que 
el aire tenga unos mínimos de pureza repre¬ 
sentan una excepción. 

En China, lógicamente, no todo el país la 
sufre. El problema también se concentra en 
las ciudades, pero la situación ha alcanzado 
unas dimensiones que supone una serie 
amenaza para la salud de más de 100 millones 
de personas. 

Alerta roja en 50 ciudades de China por la 
contaminación 

Si numerosas ciudades del sur de China lle¬ 
van lo suyo en contaminación, acortando la 
vida de sus habitantes una media de unos 5 
años, últimamente sin embargo están siendo 
noticia las del noreste del país. 

Sus altos niveles de contaminación son alar¬ 
mantes desde hace semanas. Solo en los úl¬ 
timos días, se han cancelado alrededor de 
200 de vuelos en la capital. La alerta roja tam¬ 
bién ha supuesto una especie de toque de 
queda voluntario. 

Las autoridades han recomendado a más de 
100 millones de personas que no salgan a la 
calle. En total, una decena de ciudades han 
decretado la alerta roja en la provincia de 
Shandong, con una población de 96 millo¬ 
nes de habitantes. 

Creciente contaminación en China 

Según fuentes oficiales, la calidad del aire en 
la capital china ha empeorado desde noviem¬ 
bre. Hacía tres años que no se registraban 
niveles de polución tan elevados. 

"El uso del carbón tiene la culpa de la cre¬ 
ciente contaminación", señalan expertos de 
la Academia de Investigación de Ciencias 
Medioambientales China. Superar las 600 
mieras de partículas PM 2,5 por metor cúbi- 


- Los coches eléctricos son limpios 

Pese a la apariencia limpia de la electricidad 
durante su uso no debemos olvidar que du¬ 
rante su generación produce contaminación 
en forma de C02, partículas en suspensión y 
otros gases nocivos si se genera, por ejem¬ 
plo, a partir de centrales térmicas. 

Un análisis sobre el uso de la energía en dife¬ 
rentes tipos de automóviles [2] encuentra que 
los vehículos puramente eléctricos (VEB) con 
batería de litio mostrarían para recorridos a 
partir de 700 km emisiones de C02 (atendien¬ 
do al consumo de energía primaria, y con el 
mix eléctrico italiano) similares a los de vehí¬ 
culos actuales de altas prestaciones, es decir 
de vehículos de combustión con altas emi¬ 
siones. Este cálculo es teórico, puesto que 
se basa en VEB con enormes baterías, que a 
día de hoy no existen. Una parte más realista 
de este trabajo suministra los valores de emi¬ 
siones de los VEB en el rango de 100 km. 
Tampoco en este caso se observa una reduc¬ 
ción substancial de las emisiones de C02 
aunque sí que están ligeramente por debajo 
de las de muchos vehículos de combustión. 
En cuanto a eficiencia, este trabajo sitúa al 
VEB, siempre con el mix italiano de electrici¬ 
dad, prácticamente a la par, aunque algo por 
encima, del vehículo de gasolina. 

Una conclusión algo más optimista es ex¬ 
puesta por Lave [3], quien afirma que VEB e 


co, las más dañinas, ha supuesto conside¬ 
rarse de "muy poco saludables" a "muy pe¬ 
ligrosas", según la escala que se utiliza en 
Estados Unidos. 

Casi cincuenta ciudades y dos provincias 
del norte y el este de China están en situa¬ 
ción de alerta. En Tianjin llevan más de 25 
días en esta situación, lo que les obliga a 
suspender las clases en las escuelas, a ce¬ 
rrar las obras y limitar la circulación, entre 
otras medidas que no siempre son suficien¬ 
tes. 

Dejar de estar en alerta roja no significa un 
gran alivio. Incluso cuando Pekín retiró su 
alerta máxima la ciudad seguía inmersa en 
una densa nube tóxica. Solo la alerta azul 
permite un respiro y vuelta a una normali¬ 
dad que ha pasado a ser una excepción. 

Causas de la contaminación atmosférica en 
China 

Mientras en áreas más desarrollados, como 
Europa, la contaminación procede sobre todo 
del transporte, en otras áreas del planeta se 
suman otras fuentes de polución. En el caso 
de China el uso de carbón para generar elec¬ 
tricidad es uno de los principales 
agravantes. 

De hecho, el carbón es la principal fuente de 
energía del país y, por ejemplo, cuando llega 
el invierno los sistemas de calefacción con- 


híbridos reducen las emisiones directas de 
C02, si bien afirma que en otras etapas del 
ciclo de vida son tan contaminantes como el 
automóvil convencional. Este autor también 
señala que el suministro de baterías de ní- 
quel-metal-hidruro o ión-litio para el 11 % de 
la flota de vehículos de EE UU generaría un 
problema de incremento de los precios. Aún 
más optimista es el trabajo de Samaras [4], 
que afirma que los automóviles híbridos 
conectables a la red eléctrica reducen un 32 
% las emisiones de gases de invernadero en 
comparación con los vehículos convencio¬ 
nales, pero que esta reducción sería menor si 
la comparamos con híbridos no enchufables. 
La mejora que suponen los vehículos 
híbridos en lo que se refiere a emisiones de 
gases de invernadero es también apoyada 
por el trabajo de Mohamadabadi [5]. 

En lo que se refiere a emisiones de contami¬ 
nantes diferentes a los gases de efecto in¬ 
vernadero, el trabajo de Huo [6] señala que 
los VEB reducen la emisión total de compues¬ 
tos orgánicos volátiles y CO en un 90 %, si 
bien incrementan las emisiones totales de 
PM2,5 y PM10 en el rango de 35 %-325 % 
(rango obtenido como el mínimo y máximo 
de partículas emitidas evaluando las emisio¬ 
nes para el mix eléctrico medio en EE UU y 
para el mix eléctrico de California). 
Restringiéndose al uso urbano, los VEB re¬ 
ducirían las emisiones de PM en un 40 %. 


taminan de forma importante el aire exterior. 
Hasta tal punto que muchos días acaba agra¬ 
vando el problema de tal modo que se reco¬ 
mienda no salir a la calle e incluso impide la 
visibilidad en las calles. 

Sin embargo, no puede entenderse la situa¬ 
ción sin considerar el rápido desarrollo eco¬ 
nómico del gigante asiático. Durante las úl¬ 
timas décadas han aumentado 
exponencialmente los gases procedentes de 
las industrias y del transporte en áreas ur¬ 
banas. No en vano, el país se ha convertido 
prácticamente en la fábrica del mundo, y la 
polución pasa su factura. 

La contaminación global del aire, por lo tan¬ 
to, responde a muy distintas causas, con lo 
que varía en cada zona. Solo analizando las 
partículas en suspensión, que pueden ser 
de muy distinto tipo, se puede establecer su 
perfil concreto. Entre otras, encontramos el 
dióxido de azufre, monóxido de carbono, 
moho, óxido de nigrógeno, asbesto o, por 
ejemplo, caucho. 

Las más peligrosas son las de menor tama¬ 
ño, denominadas partículas en suspensión 
PM 2,5, que se caracterizan por su capaci¬ 
dad de penetrar en el sistema circulatorio a 
través de su inhalación, tras llegar hasta los 
pulmones 


Hay que tener en cuenta, sin embargo que 
mientras que en España las emisiones de C02 
debidas a la producción eléctrica son de 0,45 
kgC02/kWh, en Italia y EE UU se sitúan en 
tomo a 0,6 kgC02/kWh [7]. En consecuen¬ 
cia, las emisiones de C02 debidas al uso de 
electricidad en España podrían ser algo me¬ 
nores que las referenciadas arriba. 

*Rodrigo Irurzun y Félix García Rosillo, 
Ecologistas en Acción. Revista El Ecologista 
n°61 

Notas: 

[2] Campanari, S., Manzolini, G., García de la 
Iglesia, F. Energy analysis of electric vehicles 
using batteries or fuel cells through well-to-wheel 
driving cycle simulations(2009) Journal of Power 
Sources, 186 (2), pp. 464-477. 

[3] Lave, L. Life-cycle analysis of alternative 
automobile fuel/propulsion technologies(2000) 
Environmental Science and Technology, 34 (17), 
pp. 3598-3605. 

[4] Samaras, C., Meisterling, K. Life cycle 
assessment of greenhouse gas emissions from 
plug-in hybrid vehicles: Implicadons for policy 
(2008) Environmental Science and Technology, 

42 (9), pp. 3170-3176 

[5] Safaei Mohamadabadi, H., Tichkowsky, G., 
Kumar, A. Development of a multi-criteria 
assessment model for ranking of renewable and 
non-renewable transportation fuel vehicles 
(2009) Energy, 34 (1), pp. 112-125. 

[6] Huo, H., Wu, Y., Wang, M. Total versus 
urban: Well-to-wheels assessment of criteria 
pollutant emissions from various vehicle/fuel 
Systems (2009) Atmospheric Environment . 
Ardele in Press. 

[7] IEA-Photovoltaic Power Systems 
Programme, Compared assesment of 
environmental indicators of photovoltaic 
electricity in OCDE cides. Report IEA-PVPS- 
T10-01:2006 


Página 7 

Casi un millón de muertes hasta 2030 

Numerosos estudios concluyen que el im¬ 
pacto sobre los ciudadanos de la exposición 
a partículas nocivas de forma habitual es 
responsable de que los cánceres de pulmón 
y otras enfermedades respiratorias se hayan 
disparado en el país. 

Una reciente investigación centrada 
en los efectos sobre el corazón indica que si 
sus ciudades tuviesen un aire 
"aceptablemente limpio" se podrían evitar 
923.000 de muertes prematuras por enferme¬ 
dades cardiovasculares en los próximos 15 
años. 

La Asociación Americana del Cora¬ 
zón, autora del trabajo, estima que controlar 
las partículas en suspensión PM 2,5 reduci¬ 
ría una media de un 7,2 por ciento las muer¬ 
tes por enfermedades cardiovasculares y un 
2,7 por ciento por ataques de corazón. 

Para ello, el país debería funcionar a 
medio gas. Es decir, deberían restringir el trá¬ 
fico urbano, cerrarse fábricas y limitar la ac¬ 
tividad del sector de la construcción, entre 
otras medidas. 

Para hacernos una idea, en la actuali¬ 
dad la media anual de Beijing es de 86 mieras 
por metro cúbico y de 62 la conjunta de to¬ 
das las urbes del país, frente a las 55 mieras 
apuntadas en el estudio. Sin embargo, un 
aire aceptable rondaría los 25 y para que fuese 
óptimo la concentración de PM 2,5 no debe¬ 
ría superar las 10 mieras por metro cúbico. 
Estos últimos días, la capital ha alcanzado 
hasta 620 mieras por metro cúbico y en 
Xinxiang, en la provincia de Hunan, se al¬ 
canzaron 727. Por lo tanto, si 25 mieras son 
la barrera de salubridad establecida por la 
OMS, estas cifras son más de 200 veces su¬ 
periores. Cuando las cifras hablan por sí 
solas, sobran los comentarios. 



CHINA: PRIMER PRODUCTOR 
AUTOMOTRIZ DEL MUNDO 


En China la producción automotriz 
en el año 1999 era de casi 1 millón 
900 mil unidades, en el año 2017 
fue más de 29 millones. 

MAS LA PRODUCCIÓN 
AUTOMOTRIZ QUE 
POBLACION 

En el año 2017 la población mun¬ 
dial se incremento en 78.5 millones 
de habitantes, asi lo dijo la Oficina 
del Censo Estadounidense. 

Según datos de la Organización In¬ 
ternacional de Fabricantes de Ve¬ 
hículos (OICA). la producción to¬ 
tal del año 2017 fue de más de 97 
millones. 

La comparación del crecimiento 
demográfico con la producción de 
vehículos, tiene el objetivo de de¬ 
mostrar el crecimiento vertiginoso 
de los agentes que más inciden en 
la destrucción del planeta, en el 
calentamientos global, el medio 
ambiente. 


Algunas falacias sobre los coches eléctricos* 
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MANIFIESTO DEL MST AL 
PUEBLO BRASILEÑO 


1 

En este mes de abril de 2019, una vez más 
erguimos nuestras banderas y alzamos nues¬ 
tros puños en memoria de nuestros mártires 
de Eldorado dos Carajás y recordamos que 
el 17 se completan 23 años de impunidad 
del latifundio. Nuestras voces de indigna¬ 
ción y nuestro clamor por justicia se suman 
hoy a las víctimas de la empresa Vale, en el 
Sur de Pará, en Mariana, Brumadinho y tan¬ 
tas otras comunidades afectadas y/o ame¬ 
nazadas por decenas de represas construi¬ 
das de manera irresponsable. Se levantan 
contra la impunidad de los mandantes del 
asesinato de Marielle Franco y de muchos 
otros militantes de las causas populares. 
Somos solidarios con las luchas de los pue¬ 
blos indígenas y quilombolas, atacados en 
sus tierras por los intereses del agronegócio 
con aval del gobierno. Somos solidarios y 
lucharemos siempre por la libertad de Luiz 
Inácio Lula da Silva, cuya prisión no respe¬ 
ta la Constitución ni la voluntad del pueblo 
brasileño. 

2 

Vivimos tiempos de aumento de las des¬ 
igualdades, injusticias y violencia contra el 
pueblo. Tiempos de sufrimiento y de mu¬ 
chas tragedias, la mayor parte de ellas cau¬ 
sadas por la furia insana del capital en bus¬ 
ca de soluciones para la crisis estructural 
que el sistema enfrenta en todo el mundo. 
En periodos de crisis, las alternativas de las 
clases dominantes buscan profundizar la 
explotación de trabajadores y trabajadoras, 
el asalto a los recursos públicos y a los bie¬ 
nes de la naturaleza. Actualmente, esto está 
siendo realizado mediante una expoliación 
descarada de los derechos de trabajadores 
y trabajadoras, conquistados a duras pe¬ 
nas a lo largo del último siglo, y por la 
privatización desenfrenada de los bienes 
comunes de la naturaleza, mediante la apro¬ 
piación ilegítima de tierras, petróleo, mine¬ 
rales, agua y biodiversidad. El peso de la 
crisis es lanzado sobre las espaldas del pue¬ 
blo, con aumento del desempleo, corte del 
Programa Bolsa Familia, disminución de sa¬ 
lario, paralización de los programas de habi¬ 
tación y de las becas en las universidades. 
Y ahora quieren terminar con la jubilación 
de los pobres y con los beneficios de la Pre¬ 
visión Social vinculados al salario mínimo. 

3 

El actual gobierno ganó las elecciones ma¬ 
nipulando la voluntad popular e impidien¬ 
do la participación de Lula en el pleito. El 
gran capital lo colocó allí para cumplir esa 
agenda neoliberal perversa. Fue electo para 
mantener los privilegios de quienes históri¬ 
camente saquearon al país y atacan los de¬ 
rechos de la clase trabajadora. 

4 

No debemos combatir las cortinas de humo, 
ni distraemos con los éxtasis de ignorancia. 
Ese es un gobierno elegido por el capital 
financiero, formado por los sectores más 

a$s 


de la clase dominante, verdaderos funciona¬ 
rios de petrolíferas y de bancos internacio¬ 
nales, uniformados o no. Se trata de un go¬ 
bierno en el cual los intereses de los bancos 
y de Estados Unidos están por encima de 
todo y de todos, como quedó claro en la pos¬ 
tura sumisa en la entrega de la Base de 
Alcántara, de la EMBRAER y en la reunión 
del presidente y ministros con la CIA y el 
FBI. 

5 

El gobierno debería cumplir la Constitución 
y tener un programa de defensa del pueblo. 
Los problemas de las personas no se resuel¬ 
ven con amenazas, represión o fanfarronadas 
en twitter. Este gobierno avergüenza al pue¬ 
blo brasileño, ofende nuestra historia y los 
valores humanistas. Por eso, esperamos que 
sea el mas breve posible. Y que las contra¬ 
dicciones abiertas por los problemas socia¬ 
les, que se profundizan, puedan transformar¬ 
se en luchas y organización del pueblo, para 
enfrentarlos. 

6 

Queremos denunciar, especialmente, que este 
gobierno está enterrando la Reforma Agra¬ 
ria, acabando con el INCRA (Instituto Na¬ 
cional de Colonización y Reforma Agraria) y 
con todas las políticas públicas de apoyo y 
fortalecimiento de la agricultura familiar y 
campesina. Hay una adecuación y subordi¬ 
nación de los organismos públicos de la agri¬ 
cultura a los intereses de la bancada ruralista, 
de los hacendados y de las empresas 
transnacionales del agro-negocio. Entende¬ 
mos que estas medidas afectan no solo a 
campesinos, indígenas y quilombolas, pero 
a todo el pueblo, con aumento del desem¬ 
pleo, migración forzada, liberación de agro- 
tóxicos y exclusión de los servicios públi¬ 
cos. Hay, en Brasil, alrededor de cien mil fa¬ 
milias de sin tierra acampados, esperando por 
Reforma Agraria. Y otras 800 mil fa mili as asen¬ 
tadas, al margen de políticas públicas que 
fueron eliminadas. ¿Lo que desea el gobier¬ 
no? ¿Esconderlas? ¿Reprimirlas? 

7 

La Reforma Agraria es una política de Esta¬ 
do, en que la Constitución determina que el 
gobierno expropie todas las grandes propie¬ 
dades improductivas que no cumplen su fun¬ 
ción social o en las que comprobó trabajo 
esclavo, crímenes ambientales, contrabando 
y cultivo de psicotrópicos. Esas tierras de¬ 
berían ser distribuidas por el gobierno a los 
trabajadores. No hacer reforma agraria es in¬ 
cumplir la Ley, que ellos dicen defender. No 
hacer Reforma Agraria es aumentar la con¬ 
centración del latifundio, la pobreza y la des¬ 
igualdad en la sociedad brasileña. 

8 

Seguiremos nuestra lucha: en defensa de la 
Reforma Agraria, de la agroecología y de la 
agricultura campesina, para que todos ten¬ 
gan acceso a alimentos saludables; en de¬ 
fensa de la educación pública con gestión 
democrática, sin privatización y mordazas; 

en defensa de las empresas 
estatales, de la soberanía y 
contra la sumisión de Brasil 
a los intereses de Estados 
Unidos. 

9 

Instamos al pueblo brasile¬ 
ño a seguir en lucha por el 
derecho de todos al trabajo, 
jubilación, habitación, em¬ 
pleo, educación, salud y cul¬ 
tura. Por democracia, justi¬ 
cia social y defensa de la na¬ 
turaleza como bien común. 
¡LUCHAR, CONSTRUIR 
REFORMA AGRARIA PO¬ 
PULAR! 

COORDINACIÓN NACIO- 
N A I, PEE M ST_ 



El estancamiento natural 
del capitalismo 



Yanis Varoufakis 07/04/2019 
Tras la Gran Depresión que siguió a la 
debacle bursátil de 1929, casi todos re¬ 
conocieron que el capitalismo era ines¬ 
table, poco fiable y propenso al estanca¬ 
miento. Pero en las décadas posteriores, 
la imagen cambió. El renacimiento del 
capitalismo en la posguerra, y en parti¬ 
cular el ímpetu hacia la globalización 
financierizada después de la Guerra Fría, 
resucitaron la fe en las capacidades 
autorreguladoras de los mercados. 

Hoy, más de diez años después de la 
crisis financiera global de 2008, esta fe 
conmovedora está otra vez hecha añicos, 
ahora que vuelve a afirmarse la tenden¬ 
cia natural del capitalismo al estanca¬ 
miento. El ascenso de la derecha racis¬ 
ta, la fragmentación del centro político y 
el aumento de tensiones geopolíticas son 
meros síntomas de la descomposición 
del capitalismo. 

El equilibrio de una economía capitalista 
depende de un número mágico, que se 
presenta en la forma del tipo de interés 
real (tras descontar la inflación) predomi¬ 
nante. Es mágico porque tiene que ma¬ 
tar de un solo tiro dos pájaros muy dife¬ 
rentes, que vuelan en dos cielos muy di¬ 
ferentes. En primer lugar, debe equilibrar 
la demanda de empleo asalariado de los 
empleadores con la oferta de mano de 
obra disponible. En segundo lugar, debe 
equiparar ahorros e inversión. Si el tipo 
de interés real predominante no equilibra 
el mercado laboral, el resultado es des¬ 
empleo, precariedad, potencial humano 
desaprovechado y pobreza. Si no consi¬ 
gue llevar la inversión al nivel de los aho¬ 
rros, se produce la deflación, y esto 
desincentiva todavía más la inversión. 

Se necesita mucho coraje para dar por 
sentado que este número mágico existe 
o que, de existir, nuestras acciones co¬ 
lectivas darán lugar en la práctica a un 
tipo de interés real cercano a esa cifra. 
¿Cómo pueden los libremercadistas es¬ 
tar tan seguros de que existe un único 
tipo de interés real (digamos, 2%) que 
inspirará a los inversores a canalizar todo 
el ahorro existente hacia inversiones pro¬ 
ductivas y alentará a los empleadores a 
contratar a todo aquel que quiera traba¬ 
jar por el salario predominante? 

La fe en la capacidad del capitalismo para 
generar este número mágico deriva de 
una perogrullada. Milton Friedman de¬ 
cía que si una mercancía no es esca¬ 
sa, entonces no tiene valor, y su pre¬ 
cio ha de ser cero. De modo que si su 
precio es distinto de cero, tiene que 
ser escasa y, por tanto, debe haber un 
precio al cual no queden unidades de 
esa mercancía sin vender. Del mismo 
modo, si el salario predominante no es 
cero, entonces todos los que quieran 
trabajar por ese salario hallarán empleo. 


Aplicando el mismo razonamiento a los 
ahorros, en la medida en que el dinero 
pueda financiar la producción de máqui¬ 
nas que produzcan artículos valiosos, tie¬ 
ne que haber un tipo de interés suficien¬ 
temente bajo al cual alguien tomará pres¬ 
tado en forma rentable todo el ahorro dis¬ 
ponible para construir esas máquinas. 
Por definición, concluía Friedman, el tipo 
de interés real convergerá en forma casi 
automática a ese nivel mágico que elimi¬ 
na a la vez el desempleo y el exceso de 
ahorro. 

Si eso fuera cierto, el capitalismo nunca 
se estancaría, a menos que un gobierno 
entrometido o un sindicato egoísta dañen 
su fabulosa maquinaria. Pero por supues¬ 
to, no es cierto, por tres razones. En pri¬ 
mer lugar, el número mágico no existe. 
En segundo lugar, incluso si existiera, no 
hay un mecanismo por el cual el tipo de 
interés real converja hacia esa cifra. Y en 
tercer lugar, el capitalismo tiene una ten¬ 
dencia natural a permitir el fortalecimien¬ 
to de un sistema gerencial 
cuasicartelizado que suplanta a los mer¬ 
cados y al que John Kenneth Galbraith 
denomina «tecnoestructura». 

La situación actual de Europa da prue¬ 
bas abundantes de la inexistencia de ese 
valor mágico del tipo de interés real. El 
sistema financiero de la Unión Europea 
tiene retenidos hasta tres billones de 
euros (3,4 billones de dólares) en aho¬ 
rros que se niegan a ser invertidos pro¬ 
ductivamente, aun cuando el tipo de inte¬ 
rés del Banco Central Europeo sobre los 
depósitos es -0,4%. En tanto, el superá¬ 
vit de cuenta corriente de la UE en 2018 
llegó a la monstruosa cifra de 450 000 
millones de dólares. Para que el tipo de 
cambio del euro se debilite lo suficiente 
como para eliminar el superávit de cuen¬ 
ta corriente y al mismo tiempo el exce¬ 
dente de ahorro, el tipo de interés del BCE 
debería caer al menos hasta -5%, un 
número que destruiría al instante los ban¬ 
cos y fondos de pensiones europeos. 
Dejando a un lado la inexistencia del tipo 
de interés mágico, la tendencia natural 
del capitalismo al estancamiento también 
se debe a que no es verdad que los mer¬ 
cados de dinero tiendan al equilibrio. Los 
libremercadistas dan por sentado que 
todos los precios se ajustan 
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Venezuela: 


Luis Covas, 1/5/19. (El Socialista N° 423, 
Argentina www.izquierdasocialista.org.ar) 


Sobre el fallido golpe del 30 de abril 


Acerca del clug de la Construcción 

¿Qué es el 'Club de la construcción' y cómo 
operaba en el Ministerio de Transportes? 


1. Al cierre de esta edición estaría confir¬ 
mado que el intento del golpe de la derecha 
encabezado por Juan Guaidó y Leopoldo 
López, y alentado por Donald Trump fraca¬ 
só pero la crisis política de Venezuela no se 
ha cerrado. 

2. La intentona de golpe vuelve a fracasar 
porque Guaidó y el bloque político de la vie¬ 
ja derecha patronal proyanqui no logró un 
apoyo sustancial de la alta oficialidad de las 
Fuerzas Armadas Bolivarianas. Decimos 
vuelve a fracasar porque Guaidó lleva tres 
meses intentado y no lo ha logrado. Tampo¬ 
co logró que la convocatoria movilizar el 30 
se masificara. Evidenciando cierto desgaste 
en sus convocatorias. También el compo¬ 
nente de las movilizaciones, aunque mantie¬ 
ne cierta masividad, es predominantemente 
de clase media. Esta vez no lograron que se 
sumaran los barrios populares que fueron 
base social chavista y que rompieron con 
Maduro. Aunque aún mantiene simpatía y 
expectativa también en esas franjas. 

3. Si bien Guaidó aún no logra una fractura 
importante entre los militares con mando de 
tropa, es evidente que esta vez logró la ad¬ 
hesión de un alto militar como el general 
Manuel Ricardo Figuera, que era el director 
del Servicio Bolivariano de Inteligencia 
(SEBIN) y por esa vía se sumaron sectores 
de la Guardia Nacional Bolivariana que eran 
custodios de Leopoldo López en su prisión 
domiciliaria. Figuera envió una carta dicien¬ 
do que “llegó la hora de buscar otras formas 
de hacer pobtica” (...) “no todo es culpa del 
imperio norteamericano”. Esta ruptura mili¬ 
tar, aunque sigue siendo menor, indica que 
existe una crisis al interior de los militares 
que vienen sosteniendo a Maduro. 

4. Los hechos del 30 también mostraron la 
debilidad política del imperialismo. Los vo¬ 
ceros de Trump, John Bolton y Mike 
Pompeo, salieron a avalar la intentona 
golpista que fracasó. Pero al mismo tiempo 
anunciaban supuestas “negociaciones” con 
el general Vladimir Padrino López y otros 
jerarcas del gobierno de Maduro. Ni triunfó 
el golpe ni sus supuestas negociaciones. 
Ante su fracaso volvieron a amenazar con 
una posible intervención militar, para la que, 
hasta ahora, no les resulta fácil lograr con¬ 
senso político en los gobiernos patronales 
de la región. 


5. El régimen cívico-militar de Maduro lo¬ 
gró sostenerse de este intento fallido de gol¬ 
pe. Pero hay signos claros de que la crisis 
política no está superada. La liberación de 
López y la adhesión a Guaidó, por primera 
vez, de un alto general del Ejército fue una 
gran muestra de debilidad de Maduro. Esto 
se evidencia en varias cosas. Primero en que 
durante la jomada del 30 Maduro tardó casi 
15 horas en aparecer en público. Lo hizo sen¬ 
tado en un escritorio y por cadena nacional. 
Esta vez no hizo un acto público aunque ha¬ 
bían convocado a su gente a movilizarse al 
Palacio de Miraflores. Se corrieron todo tipo 
de rumores. Recién al otro día, el 1 ° de mayo, 
Maduro pudo hacer un acto. Segundo, la cri¬ 
sis intema se evidencia en que no han podi¬ 
do salir a una operación masiva de deten¬ 
ción de los golpistas, y en especial de Guaidó 
que seguía en libertad al cierre de esta edi¬ 
ción. 

6. La crisis política no se ha cerrado. Cual¬ 
quier cosa puede ocurrir en Venezuela. Hay 
una situación de estancamiento. Es evidente 
que la no definición favorece al sostenimien¬ 
to del régimen hambreador de Maduro. Que 
por ahora se sostiene con el apoyo del alto 
mando militar cuyos centenares de genera¬ 
les y almirantes son socios de todos los ne¬ 
gociados de la llamada “boliburguesía” aso¬ 
ciada a las multinacionales del petróleo. Nue¬ 
vos escenarios de intento de golpe, como 
nuevas formas de injerencia imperialista 
como de cambios dentro del régimen se pue¬ 
den producir. 

7. La debilidad del proceso es la no irrup¬ 
ción de una movilización de las masas inde¬ 
pendiente y la ausencia de una dirección 
socialista revolucionaria. Por ahora, la deba- 
ele política y social del chavismo, bajo el 
gobierno de Maduro, la viene canalizando la 
derecha pro yanqui. Equivocadamente am¬ 
plias franjas de trabajadores y sectores po¬ 
pulares mantienen una expectativa en Guaidó. 
Desde la UIT-CI apostamos a la moviliza¬ 
ción obrera y popular independiente de Ma¬ 
duro y de la derecha para producir el cambio 
de fondo que necesita el pueblo trabajador 
de Venezuela (ver declaración del PSL) 
Nota: Aclaro que Hugo Blanco, director del 
periódico no es miembro de la UIT-CI y que 
le he solicitado poner este artículo partidario, 

Enrique Fernández Chacón (editor) 


Rodrigo Cmz 

Jorge Barata, el ex jefe de Odebrecht en el 
Perú, confirmó esta mañana, interrogado por 
el Equipo Especial Lava Jato en Brasil, la exis¬ 
tencia del denominado 'Club de la construc¬ 
ción' y añadió que le consta de sus opera¬ 
ciones desde el 2001 hasta el 2012. 

Barata no entró en detalles. Se excusó di¬ 
ciendo que estuvo al frente de Odebrecht- 
Perú hasta el 2012, y que las obras que su 
empresa ganó mediante el 'Club' se realiza¬ 
ron en un período posterior. Dijo a los fisca¬ 
les, eso sí, que quienes tenían mayor cono¬ 
cimiento eran Raymundo Trindade Serra, ex 
gerente de relaciones institucionales de 
Odebrecht y Renato Bortoletti, ex director 
de contratos de la misma constructora. 

De acuerdo a Barata, Serra y Bortoletti eran 
los representantes de la constructora brasi¬ 
leña en las reuniones del referido 'Club'. 

El ex directivo, además, mencionó algunos 
nombres: Graña y Montero, Obrainsa, 
Cosapi, ICCGSA, Construcción y Adminis¬ 
tración Sociedad Anónima (CASA), Hidal¬ 
go e Hidalgo, como integrantes de esta or¬ 
ganización; así como las brasileñas O AS, 
Andrade Gutiérrez y Queiroz Galvao. 

La declaración de Barata no hace más que 
ratificar la tesis de la fiscalía: que existió un 
cartel de empresas que sobornaban a fun¬ 
cionarios de Previas Nacional (entidad de¬ 
pendiente del Viceministerio de Transportes) 
con el propósito de conseguir las obras de 
infraestructura vial que el MTC convocaba 
a licitación. 

El 'Club' era una cartelización empresarial de 
constructoras peruanas y extranjeras que en 
lugar de competir entre sí, se coludían para 
repartirse las obras. Un Lava Jato a nivel lo¬ 
cal, según refieren personas cercanas a la 
investigación. 

-Entidad captada- 

Provias Nacional no es cualquier dependen¬ 
cia del MTC. Es la unidad ejecutora que ma¬ 
neja un promedio de S/ 7 mil millones de pre¬ 
supuesto, más del 60% del total que tiene el 
sector. 

Tiene a su cargo ejecutar las obras de infra¬ 
estructura vial en el país (puentes, carrete¬ 
ras, etc), al igual que su rehabilitación y man¬ 
tenimiento. Por tal razón, Provias se convir¬ 
tió en un botín para el 'Club' a tal punto que 
captaron a funcionarios para que velaran por 
sus intereses a cambio de cuantiosos so¬ 
bornos. 

El ex ministro de Transportes, Edmer Trujillo, 
informó al Congreso, en febrero de este año, 
que al menos 61 empresas relacionadas al 
'Club' firmaron contratos con el actual go¬ 
bierno. De igual modo, dijo que en la gestión 
del ex presidente Ollanta Húmala (2011-2016) 
dicha cifra fue de 80 y que en el mandato de 
Alan García (2006-2011) se suscribieron 70. 
Sobre estas dos últimos gobiernos, Trujillo 
dijo que los contratos se hicieron con más 
del 100% del precio referencial de la obra. 
Existe un debate sobre cuándo empezó a 
operar este grupo. Según Barata, el 'Club' 
existía desde el 2001. Sin embargo, ?Trindade 
Serra, en su interrogatorio del 22 de febrero 
en Brasil, dijo que este empezó a funcionar 
en 1996. Fuentes de este Diario sostienen, 
en cambio, que este grupo 
es mucho más antiguo. 

Actualmente, el Equipo Es¬ 
pecial de la fiscalía investi¬ 
ga este caso dentro del pe¬ 
riodo 2011-2014, a raíz del 
testimonio de dos aspiran¬ 
tes a colaboradores efica¬ 
ces que les detallaron cómo 
funcionó el 'Club' y sus ope¬ 
radores. 

Los dos personajes claves 
son: Carlos Eugenio García 


Alcázar y Rodolfo Priale de la Peña ambos 
investigados por la fiscalía por los presun¬ 
tos delitos de tráfico de influencias, asocia¬ 
ción ilícita y lavado de dinero. El primero fue 
asesor del viceministerio de Transportes 
(agosto del 2011 hasta julio del 2014), mien¬ 
tras que el segundo era el intermediario con 
las constructoras y el MTC. 

-Modus operandi- 

Los casos de García Alcázar y Rodolfo Priale 
de la Peña (ambos con prisión preventiva) 
ejemplifican como operaba esta presunta or¬ 
ganización. De acuerdo a la fiscalía, el 'Club' 
funcionaba a tres niveles. 

El primer nivel estaba integrado por las em¬ 
presas constructoras, el segundo por sus 
intermediarios y el tercero por los funciona¬ 
rios públicos captados. A este último nivel 
pertenecía García Alcázar, quien como fun¬ 
cionario del MTC coordinaba con las cons¬ 
tructoras las obras que se iban a licitar y ha¬ 
cía las gestiones para que les sean entrega¬ 
das. Priale de la Peña era el lobbista que, ade¬ 
más de defender los intereses de las cons¬ 
tructoras, utilizaba empresas de fachada para 
que sean canalizados los sobornos. 

El soborno, de acuerdo a información obte¬ 
nida por la fiscalía, era entre el 2.92% al 3% 
del valor referencial de la obra. 

Como ejemplo está el caso de José Paredes, 
hermano del ex ministro de Transportes Car¬ 
los Paredes (gobierno de Ollanta Húmala). 
De acuerdo al testimonio de dos colabora¬ 
dores eficaces, José Paredes habría recibido 
US$ 17 millones del 'Club', a través de García 
Alcázar y Priale de la Peña. Los pagos se 
hacían en efectivo en hoteles en Lima, como 
el Blue Star de San Isidro, según informó 
"Panorama", pero también en un departamen¬ 
to que era alquilado por el lobbista. 

El ex ministro Paredes niega algún vínculo 
con García Alcázar y los presuntos ilícitos 
que investiga la fiscalía. Sin embargo, fue a 
través de una resolución firmada por él que 
nombró a García asesor en el MTC. 

Un aspirante a colaborador eficaz contó tam¬ 
bién que aportaron US$ 100 mil a la campaña 
presidencial de Pedro Pablo Kuczynski del 
2016. Era una de sus modalidades para infil¬ 
trarse en el poder político, según la tesis de 
la fiscalía, para captar nuevos funcionarios. 
Actualmente, el Ministerio Público evalúa si 
amplía el periodo de investigación al 'Club' y 
de ese modo abarcar más de sus presuntos 
ilícitos cometidos. 

Las empresas involucradas niegan su parti¬ 
cipación en este escándalo de corrupción así 
como la existencia del 'Club'. Por ejemplo, la 
constructora Graña y Montero ha dicho que 
no tienen conocimiento "de que algún eje¬ 
cutivo o ex ejecutivo haya participado del 
supuesto ‘club de la construcción’. Y, si fue¬ 
ra lo contrario, el grupo no dudará en tomar 
las acciones correspondientes". 

De igual modo, la empresa ICCGSA dijo: 
“La compañía ni sus representantes han 
tenido ni tienen conocimiento de que haya 
existido el mencionado ‘club’ para benefi¬ 
ciarse vía acuerdos ilegales de contratos 
de obras, y reitera su compromiso de cola¬ 
borar con las investigaciones que se vie¬ 
nen desarrollando?". 


Son 5 los presidentes corruptos enjuiciados 


Otros dos expresidentes peruanos 
involucrados en sobornos del caso 
Odebrecht. 

La empresa constructora brasileña 
Odebrecht pagó sobornos por adjudicación 
de contratos a presidentes de varios paí¬ 
ses. 

Jorge Barata, jefe de dicha empresa, para 
que le rebajen la pena, ofreció denunciar a 
los presidentes corruptos. Eso hizo con tres 
presidentes peruanos: Además de Alan 
García, quien se suicidó para evitar ser de¬ 


tenido provisionalmente, están involucrados 
Alejandro Toledo y Pedro Pablo Kuzinski. 
Barata declaró que pagó US$31 millones en 
sobornos a Toledo por la adjudicación de la 
construcción de los tramos II y III de la ca¬ 
rretera Interoceánica Sur y que Toledo le exi¬ 
gía: «Jorge, págame carajo, tú tienes que so¬ 
lucionar tus temas y tienes que pagarme», 
El expresidente de Perú, Pedro Pablo 
Kuczynski, fue detenido el pasado 9 de abril 
por la policía en su vivienda de Lima, tras la 
emisión de una orden de captura por diez 
días emitida horas antes. 
El Tercer Juzgado de In¬ 
vestigación Preparatoria 
libró la orden de apre¬ 
hensión preliminar por 
diez días en contra de 
Kuczynski, por el delito 
de lavado de activos, 
por su presunta partici¬ 
pación en el desvío de 
recursos en el caso de la 
empresa brasileña 
Odebrecht. 
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Colombia: La pulseada de indios y 
afros con la derecha colombiana 


Raúl Zibechi 



Luego de 28 días cortando la Panamericana y 
otras carreteras estratégicas, la Minga indíge¬ 
na, negra y campesina consiguió que el presi¬ 
dente, Iván Duque, reconociera la necesidad 
de negociar con los movimientos sociales. 
Quieren un debate público con el mandatario 
sobre los temas candentes: la paz y el asesina¬ 
to de líderes sociales, el medioambiente y el 
modelo de desarrollo. 

La desesperación de las clases medias y altas 
se apoderó de Popayán cuando transcurrían 
tres semanas de la Minga que había comenza¬ 
do el 10 de marzo. Cuando escaseaban los ali¬ 
mentos por el corte de la principal carretera de 
la región, única vía de comercio internacional 
con el sur del continente, un concejal de la 
ultraderecha entregó dinero a emigrantes ve¬ 
nezolanos para que apedrearan la sede del 
Consejo Regional Indígena del Cauca (Cric). 
El resultado fue de varias personas heridas y 
la amenaza de los indígenas de tomarse la ciu¬ 
dad colonial si no se frenaba en seco la violen¬ 
cia. 

Esta vez, la Minga (trabajo agrícola colectivo, 
en quechua) fue más amplia que en ocasiones 
anteriores, ya que no sólo involucró a los pue¬ 
blos del Cauca, sino también a los del Huila, el 
Valle del Cauca, Caldas y Risaralda, departa¬ 
mentos en los que la paralización fue impor¬ 
tante, aunque no tan contundente como en el 
primero. Movilizó entre 20 y 25 mil personas 
en las carreteras durante un mes, con toda la 
infraestructura necesaria para dormir, alimen¬ 
tarse y trasladarse, con baños, fogones y 
quemaderos de basura, gracias al trabajo soli¬ 
dario de cientos de comunidades. 

Fueron capaces de poner en pie un centro de 
comunicaciones con sistema de televisión para 
trasmitir sus deliberaciones por medio de re¬ 
des sociales y levantaron una carpa para 5 mil 
sillas. La movilización fue tan amplia como sa¬ 
tisfactorio el resultado para los movimientos, 
en particular desde que el ex presidente Alvaro 
Uribe, mentor de Duque, mostró su oposición 
ante la disposición a negociar del gobierno. 
En su cuenta de Twitter, Uribe calificó los mo¬ 
vimientos de «terroristas» y justificó una even¬ 
tual «masacre» contra la protesta. El ex está 
furioso, porque su pupilo aceptó en un inicio 
ir a negociar en persona al Cauca (epicentro de 
los mayores conflictos sociales, por tierra y 
contra la minería), y de esa forma se distanció 
de su política de confrontación que, en su ex¬ 
tremo más radical, llama a la guerra contra Ve¬ 
nezuela. 

La reunión entre Duque y las comunidades 
organizadas estaba prevista para este martes 
9, pero fracasó luego de que a último momento 
el gobierno adujera problemas de seguridad 
en el punto de encuentro. Sin embargo, desde 
el Ministerio del Interior se afirmó que el presi¬ 
dente espera reunirse con los delegados indí¬ 
genas en Bogotá (El Tiempo, 10-IV-19). 

Al dejar abierta esa posibilidad, el presidente 
Duque desmiente a quienes sostenían que las 
demandas indígenas son excesivas, ya que se 
limitan a concretar acuerdos firmados con el 
anterior presidente, Juan Manuel Santos. Pero 
es apenas un detalle. Según el balance de la 
página Prensa Rural, «por primera vez las co¬ 
munidades indígenas, campesinas y afros del 
Norte del Cauca realizan un ejercicio de este 
tipo en forma unificada y organizada» 
(prensamral.org, 8-IV-19). 

El futuro pasa por «construir procesos autó¬ 
nomos de desarrollo en lo político, económico 
y cultural», que no terminen delegando en par¬ 
tidos o gobiernos, «como ha ocurrido en Bra¬ 
sil, Venezuela, Ecuador o Bolivia», sostiene el 
análisis. 

Ni paz ni tierra 

Más de mil personas marcharon el 5 de abril 
desde la sede de la embajada de Colombia has¬ 
ta la sede de la Corte Penal Internacional (Cpi) 
en La Haya, para visibilizar la violencia contra 
líderes sociales y autoridades de pueblos indí¬ 
genas y negros. La firma del acuerdo de paz 
con las Farc, el 24 de noviembre de 2016, no 
frenó la sangría. 


Los datos oficiales son apabullantes. En 2018 
fueron asesinados 172 líderes y lideresas, a los 
que deben sumarse otros 29 en el curso de 
este año. Los asesinados entre 2016 y noviem¬ 
bre de 2018 ascienden a 423, según la 
Defensoría del Pueblo. Ante la impunidad y la 
inexistente reacción de las autoridades colom¬ 
bianas, los movimientos y los defensores de 
derechos humanos apelaron a la Cpi para que 
comience a actuar. 

Las cifras difieren, pero incluso la fiscalía acep¬ 
tó que las muertes responden a un mismo pa¬ 
trón. Los crímenes se producen en territorios 
que han sido abandonados por la guerrilla y 
están siendo ocupados por paramilitares y 
narcotraficantes, vinculados con grandes pro¬ 
yectos extractivos (en general, minería a cielo 
abierto). Las acciones de estas bandas arma¬ 
das no sólo provocan muertes, sino también el 
desplazamiento forzado de miles de personas. 
La paz y la vida no son bienes que entusias¬ 
men a una parte de los colombianos, en parti¬ 
cular a las clases medias urbanas, que compo¬ 
nen un sector decisivo en el tablero político y 
electoral del país. Los terratenientes se las arre¬ 
glaron, a sangre y fuego, para mantener y am¬ 
pliar las posesiones que conquistaron durante 
la colonia y conservan a costa de marginar a 
los campesinos, y arrastraron a su lógica gue¬ 
rrera a una parte de la sociedad. 

En la década del 60, la Alianza para el Progreso 
aconsejó al presidente Carlos Lleras Restrepo 
(1966-1970) que hiciera una reforma agraria para 
impedir situaciones como la guerra civil cono¬ 
cida como La Violencia (1948-1958), librada 
entre liberales y conservadores, que se cobró 
entre 200 y 300 mil vidas y debilitó al Estado al 
propiciar el nacimiento de las guerrillas. Lleras 
se propuso organizar y movilizar a los campe¬ 
sinos, pero los terratenientes contratacaron 
mediante el Pacto de Chicoral (1972), que cerró 
toda posibilidad de reparto y paz. Hasta hoy. 
El In forme Nacional de Desarrollo Humano de 
2011 concluye: «A partir de ese momento, no 
sólo se hizo mucho más difícil poner fin a la 
guerra civil, sino también retroalimentar positi¬ 
vamente el nuevo impulso a la expulsión del 
campesinado». Agrega que en la década del 80 
los terratenientes se reforzaron «con el encuen¬ 
tro entre las dinámicas del narcotráfico y la 
guerra». 

La piedra en el zapato 

La Minga hunde sus raíces en esas heridas. 
Pero esta vez no sólo se movilizaron indíge¬ 
nas, sino también afrodescendientes y campe¬ 
sinos. Los sectores político-sociales más im¬ 
plicados son el Congreso de los Pueblos y la 
Cumbre Nacional Agraria y Campesina, articu¬ 
laciones de los más activos movimientos so¬ 
ciales del país, que ya en 2013 protagonizaron 
un paro agrario tan contundente que el gobier¬ 
no de ese entonces se sentó a negociar. 

La movilización comenzó a organizarse en fe- 


de 170 orgamzaciones para poner en común 
opiniones sobre el Plan Nacional de Desa¬ 
rrollo del gobierno. Constataron que no ha¬ 
bía un capítulo dedicado a los pueblos origi¬ 
narios, que, desde el principio, temen que no 
haya inversiones significativas según lo acor¬ 
dado con el gobierno anterior. 

La articulación rural-urbana es otra caracte¬ 
rística de la Minga. La Central Unitaria de 
Trabajadores de Colombia convocó una mo¬ 
vilización nacional para el 25 de abril, a la que 
se sumarán organizaciones de campesinos 
afectados por el programa de sustitución de 
cultivos ilícitos (entiéndase hoja de coca) y 
de cultivadores que se oponen al uso del 
glifosato. 

Neis Oliverio Lame, consejero mayor del Cric, 
cargo rotativo entre dirigentes indígenas, 
respondió a la agresión de Uribe con una 
frase que lo dice casi todo: «Le diría al sena¬ 
dor que deje el odio, que contribuya a cons¬ 
truir país, que entienda que Colombia es 
pluriétnica» (Semana, 8-IV-19). 

El dirigente indígena comentó que no le sor¬ 
prende que «una parte del establecimiento 
perciba a los indígenas del Cauca como bár¬ 
baros encapuchados», porque «ese rechazo 
es lo que explica que los indígenas histórica¬ 
mente hayan sido excluidos de un proyecto 
de nación». En efecto, los medios sólo infor¬ 
maban de la Minga con imágenes de mani¬ 
festantes que quemaban llantas y lanzaban 
piedras en la carretera. 

Los pueblos nasa (así se denominan la ma¬ 
yoría de los indígenas del Cauca que inte¬ 
gran el Cric) han creado una estructura de 
autodefensa denominada Guardia Indígena, 
capaz de defender el territorio de narcos, 
paramilitares y guerrilleros apelando sólo a 
sus bastones de mando. Son los «guerreros 
milenarios», que fueron distinguidos con el 
Premio Nacional de Paz y con reconocimien¬ 
tos al cuidado ambiental y al mejor plan de 
desarrollo; además, varios de sus referentes 
fueron nombrados maestros en sabiduría por 
la Unesco. 

Desde la Minga de 2008, que le torció el bra¬ 
zo al entonces presidente Uribe, los indíge¬ 
nas, los afros y los campesinos han sido un 
muro en el que se ha estrellado la política de 
la ultraderecha. No debe sonar extraño que, 
al ser la piedra en el zapato del régimen pos 
conflicto armado, se hayan convertido en 
«terroristas» para las elites. 

Ahora son los principales adversarios del lla¬ 
mado «desarrollo», que en Colombia se expre¬ 
sa en minería (rechazada cada vez que hubo 
referendos populares), extracción de petróleo, 
palma de aceite, hidroeléctricas y grandes 
obras de infraestructura. «Nosotros no hemos 
estado incluidos en la visión de desarrollo de 
los gobiernos. Y está enjuego la tierra, que es 
sagrada», sostiene Neis. «No queremos 
fracking ni más agresiones a la naturaleza. Eso 
es lo que no han podido entender.» 


Página 10 

Control social y antidemocracia. Por una em¬ 
panada 

La pesadilla de George Orwell es ya realidad en 
buena parte del mundo. En Colombia se puso 
en marcha con el Código de Policía, que, desde 
su vigencia, cosecha un amplio repudio por las 
prácticas discriminatorias que enseña. 

Steven Claros, de 22 años, no podía salir de su 
asombro cuando un policía le impuso una mul¬ 
ta de 834 mil pesos (9 mil pesos uruguayos) 
por comprar una empanada en la calle a una 
vendedora ambulante, que también fue multa¬ 
da. Según los uniformados, la multa se colocó 
al amparo de un artículo del Código Nacional 
de Policía y Convivencia, porque dicha activi¬ 
dad «promueve o facilita el uso indebido del 
espacio público». 

El hecho de que la movilización social en las 
redes haya convencido a las autoridades de 
devolverle a Steven el dinero de la multa no 
cambia las cosas. Muchas otras personas no 
tienen la posibilidad de visibilizar una injusti¬ 
cia, como lo hizo el estudiante multado, ni la 
red de amistades que ayudaron a este a pagar 
una cifra que sobrepasa el salario mínimo. 

El código entró en vigor en enero de 2017, con 
el objetivo de «prevenir la violencia y los deli¬ 
tos que se derivan de los conflictos de convi¬ 
vencia». Se castiga con más de cien dólares 
«consumir bebidas alcohólicas en lugares no 
autorizados»; con 90 dólares al dueño de un 
perro que no tenga póliza de seguro, y con una 
cifra similar a quien lo saque a pasear «en esta¬ 
do de embriaguez». 

El código regula y castiga desde los modos de 
comportarse en la protesta social y en el espa¬ 
cio público hasta la venta informal (duramente 
castigada), en un país donde esa actividad 
involucra a la mayoría absoluta de los trabaja¬ 
dores y muy en particular a las mujeres de los 
sectores populares. 

El director de la edición colombiana de Le Mon¬ 
de Diplomatique, Carlos Gutiérrez, señala que 
«no hay día que no se conozca alguna arbitra¬ 
riedad policial». Al célebre caso de la empana¬ 
da, se suman otros: «Por correr en una terminal 
de transporte y así alterar el espacio público, 
por ocupar y vender de manera ilegal en el es¬ 
pacio público, por reírse e irrespetar a la autori¬ 
dad, por actuar de manera solidaria con alguien 
que estaban multando». En ese sentido, seña¬ 
la el caso de un abogado que ofreció sus servi¬ 
cios a un obrero de la construcción multado 
por empujar una carretilla. 

En su opinión, el código pretende reglarlo todo 
de modo tal que la sociedad se vuelva produc¬ 
tiva, como forma de ascender al desarrollo. «El 
espacio público debe estar libre, facilitando así 
la efectiva circulación de mercancías», escribe 
en la edición de abril del mensuario. Pone en la 
lupa, de modo muy particular, las conductas 
juveniles de los sectores populares, al castigar 
que hagan grafitis, que beban en la calle y que 
practiquen malabarismo, ya que son la porción 
más vulnerable de la sociedad. 

Al amparo del código se aplicaron ya 400 mil 
multas, pero hay cientos de demandas en su 
contra. En un país donde 13 millones de perso¬ 
nas viven del cuentapropismo, sin empleo for¬ 
mal con derechos, no tiene el menor sentido 
interponer multas que muchas veces superan 
el salario mí ni mo (de 824 mil pesos), cifra a la 
que no llegan muchos informales. 

Según datos oficiales, la mitad de la población 
colombiana es pobre, porcentaje similar al de la 
informalidad existente. El mentado Código otor¬ 
ga superpoderes a la policía. El más grave qui¬ 
zás sea que puede entrar en una vivienda sin 
necesidad de una orden judicial e informar a 
sus superiores después del allanamiento. 

Lo más sintomático, sin embargo, es el período 
histórico en el cual se promulga este código: 
cuando se estaba negociando la paz con la 
guerrilla. No es algo nuevo en la historia: en 
Brasil, por ejemplo, la policía militar se genera¬ 
lizó cuando se decidió abolir la esclavitud. Para 
los excluidos de siempre, recordaba Walter 
Benjamin, la vida cotidiana es el estado de ex¬ 
cepción permanente. 



Lucha Indígena mayo 2019 N° 153 

Aguas y movimientos 



Raúl Zibechi 
15 de Abril de 2019. 

adié se sorprenderá si decimos que 
el agua está siendo utilizada como 
arma de guerra contra los pueblos. El 
caso de la Franja de Gaza habla por sí solo. Sin 
embargo, no tenemos aún idea de la magnitud 
del fenómeno, ya que acostumbramos a con¬ 
siderar que los casos más conocidos son más 
bien excepciones. Nada más equivocado. 
Millones de personas carecen de agua en las 
grandes urbes de América Latina, en particu¬ 
lar en Sao Paulo y Ciudad de México. No hay 
cifras claras sobre los problemas de abasteci¬ 
miento, pero se puede asegurar que cada vez 
más el agua está contaminada, escasea y, en 
consecuencia, está siendo militarizada por los 
estados. El cambio climático y la creciente 
desigualdad juegan contra los sectores po¬ 
pulares que son los más afectados por la cri¬ 
sis en el suministro de agua potable de cali¬ 
dad. 

En El Salvador el 90 por ciento del agua está 
contaminada, llena de químicos como el 
glifosato, como destaca un reciente estudio. 
En Uruguay, que era un país con buena cali¬ 
dad de agua y de servicios en general, este 
verano las playas desbordaron de 
cianobacterias producto de la sobre utiliza¬ 
ción de glifosato en los cultivos de soja 
transgénica. El resultado es que las familias 
de clase media pueden comprar filtros de car¬ 
bono para purificar el agua (200 a 500 dólares 
por unidad), mientras los sectores populares 
la consumen contaminada. 

En Brasil la Agencia Nacional de Aguas acaba 
de publicar que en 15 años habrá 55 millones 
de habitantes de zonas urbanas con riesgo 


hídrico, lo que impone la realización de obras 
millonarias para las que no hay presupues¬ 
to. En 2016 había 812 municipios (de los 5.000 
que tiene el país) que eran atendidos con 
camiones cisterna, siempre vigilados por 
militares ante el riesgo de asaltos. La agen¬ 
cia reconoce que aunque se realizaran todas 
las obras programadas, igualmente habrá 
millones de personas sin acceso al agua. 

El primer punto a tener en cuenta, es que 
esta realidad indica que los estados serán 
incapaces de suministrar agua, un derecho 
humano básico. Además, los estados están 
procediendo a privatizar el recurso 
El VII Encuentro Nacional de Acueductos 
Comunitarios de Colombia, realizado el 16, 
17 y 18 de noviembre de 2018, denunció «la 
transformación de las empresas públicas 


municipales en empresas privadas y mixtas 
por acciones, y la persistencia de hacerlo con 
nuestros acueductos comunitarios; la pérdi¬ 
da de la autonomía municipal y territorial de 
los gobiernos locales en el manejo de sus 
recursos para agua y saneamiento y el arra¬ 
samiento de las comunidades organizadas 
como entramados construidos solidariamen¬ 
te por las gentes». 

En Colombia existen 12.000 acueductos co¬ 
munitarios que abastecen el 40% del agua 
en zonas rurales y el 20% en las ciudades, 
pero el gobierno derechista de Iván Duque 
se propone privatizarlos, en lo que conside¬ 
ran «violencia institucional» (http:// 
redacueducto scomunitario s. co). Mientras 
persista el modelo neoliberal el manejo co¬ 
munitario del agua está en peligro, tanto por 
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los intentos de privatización como por el ata¬ 
que frontal del Estado, los grupos 
paramilitares y el narcotráfico al tejido comu¬ 
nitario que sostiene los acueductos. 

La segunda cuestión, es que corresponde a 
los movimientos antisistémicos garantizar el 
derecho al agua, ante la colusión entre esta¬ 
dos y empresas monopólicas para hacer del 
agua un gran negocio. La experiencia colom¬ 
biana es importante pero no es la única. La 
apuesta a las comunidades no es banal: se 
trata de redes de organizaciones de base, 
enraizadas en la vida cotidiana en los territo¬ 
rios de los pueblos originarios, negros, cam¬ 
pesinos y periferias urbanas, los que van a 
hacer realidad el control popular del agua, 
desde la exploración y el suministro hasta el 
saneamiento. 

Incluso en las ciudades hay experiencias 
notables, como la de Cochabamba en Boli- 
via. En Ciudad de México, una de las urbes 
más afectadas por la escasez del recurso, exis¬ 
te un puñado de movimientos que han sido 
capaces de resolver con su trabajo militante 
el acceso al agua. Destaco la Comunidad 
Habitacional Acapatzingo, en Iztapalapa (una 
de las zonas más afectadas por la escasez). 
La comunidad de 600 familias ha sido capaz, 
en plena zona urbana, de combinar la recep¬ 
ción del agua entubada, con la recogida y 
almacenaje del agua de lluvia tratada con fil¬ 
tros, y la construcción de pozos. De ese modo 
es muy difícil que consigan estrangular al 
movimiento. Los ejemplos que nos dan algu¬ 
nos movimientos deben ser recogidos y ana¬ 
lizados por las organizaciones populares, para 
intentar resolver un problema grave para la 
autonomía de los de abajo.. 
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El mundo completo sabe que el 1 de mayo 
se celebra el “Día del Trabajador” , fecha 
que es feriado todos los países. Sin embar¬ 
go, pocos conocen lo que realmente se con¬ 
memora es día. 

A los “Mártires de Chicago” les debemos 
que este día sea libre. Ellos lucharon para 
que el horario laboral fuera de 8 horas y no 
de 12 a 16 horas. 

Si bien en 1968 el presidente estadouniden¬ 
se Andrew Johnson convirtió en ley que la 
jomada laboral fuese de 8 horas diaria, algu¬ 
nas ciudades fueron reacias a aplicar esta 
norma, entre ellas, Chicago, epicentro de la 
industrialización por el desarrollo del ferro¬ 
carril. 

Ante este negativa, el 1 de mayo de 1986 un 
grupo de sindicalistas anarquistas realizó 
una manifestación pacífica en Haymarket 
Square. Sin embargo, un desconocido lanzó 
una bomba a quienes intentaban detener 
esta manifestación, provocando la muerte 
de varios policías. 

Este hecho, que se denominó “La Revuelta 
de Haymarket”, terminó con 31 de los traba¬ 
jadores acusados, cinco de ellos condena¬ 
dos a la horca y tres a prisión. 

Estas ocho personas se convirtieron en los 
“Mártires de Chicago”, quienes lograron 
con su lucha la reducción del horario labo¬ 
ral a ocho horas diarias. En 1889, en París, 
fue instaurado el 1 de mayo como el “Día del 
Trabajador”. 

Las últimas palabras de los “Mártires de 
Chicago” 

George Engel: alemán que emigró aEE.UU. 
en 1873. Tipógrafo y periodista. 

"E s la primera vez que comparezco ante 


un Tribunal americano y en él se me acusa 
de asesinato. ¿Ypor qué razón estoy aquí? 
¿Por qué razón se me acusa de asesino? 
Por la misma razón que tuve que abando¬ 
nar Alemania, por la pobreza, por la mise¬ 
ria de la clase trabajadora. 

Adolf Fischer: alemán, periodista. 

"No hablaré mucho, solamente tengo que 

protestar contra la pena de muerte que me 
imponéis, porque no he cometido crimen 

alguno [...) pero si yo he de ser ahorcado 

por profesar mis ideas, por mi amor a la 
libertad, a la igualdad y a la fraternidad, 

entonces no tengo nada que objetar 

Samuel Fielden: pastor metodista y obrero 
textil. 

"Se me acusa de excitar las pasiones, se me 

acusa de incendiario porque he afirmado 
que la sociedad actual degrada al hombre 
hasta reducirlo a la categoría de animal. 
¡Andad! Id a la cada de los pobres y los 
vereís amontonados en el menor espacio 
posible, respirando una atmósfera infernal 
de enfermedad y muerte. 

Albert Parson: ex candidato a la presidencia 
de Estados Unidos. 

"¿Creéis señores que cuando nuestros ca¬ 
dáveres hayan sido arrojados a la fosa se 
habrá acabado todo? ¿Creéis que la gue¬ 
rra social se acabará estrangulándonos 
bárbaramente? ¡Ah, no! Sobre vuestro ve¬ 
redicto quedará el del pueblo americano y 
el del mundo entero, para demostraros vues¬ 
tra injusticia y las injusticias sociales que 
nos llevan al cadalso 

Louis Lingg: el único de los acusados dis¬ 
puesto a usar a métodos terrorista, experto 
en bombas y carpinteros 


"M e acusáis de despreciar la ley y el orden, 

¿Y qué significa la ley y el orden? Sus re¬ 
presentante son los policías y entre éstos 
hay muchos ladrones (...) Yo repito que soy 
enemigo del orden actual y repito que lo 
combatiré con todas mis fuerzas mientras 
respire 

Michael Schawab: alemán, tipógrafo 

“Si nosotros calláramos hablarían hasta las 
piedras. Todos los días se comenten asesi¬ 
natos, niños son sacrificados inhumanamen¬ 
te, las mujeres perecen a fuerza de trabajar y 
los hombre mueren lentamente, consumidos 
por su rudas faenas y no he visto jamás que 
las leyes castiguen los crímenes”. 


August Spies: director del diario socialista 
Arbeiter-Zeitung 

“Se me acusa de complicidad en un asesi¬ 
nato, se me condena a pesar de que el Mi¬ 
nisterio Público no ha representado prue¬ 
ba alguna de que yo conozca al que arrojó 
la bomba, ni siquiera de que en tal asunto 
haya tenido yo la menor intervención''. 

Oscar Neebe: vendedor de levaduras que 
desde joven trabajó a favor de los deshere¬ 
dados 

"D urante los últimos días he podido apren¬ 
der lo que es la ley, pues antes no sabía. Yo 
ignoraba que pudiera estar convicto de un 
crimen por conocer a Spies, Fielden y 

Parsons". 














































El PSOE gana las elecciones generales 
en España. La derecha recula y las pro¬ 
puestas soberanistas e independentistas 
avanzan. Podemos se perfila como un 
proyecto acabado y el reto es levantar 
un proyecto alternativo y rupturista con 
el régimen. 

Con una participación de más de un 75%, 
el PSOE ha sido el principal ganador 
(28,70% de votos, con 123 escaños, 
cuando en 2016 había obtenido 85) fren¬ 
te al PP, que entra en una crisis irreversi¬ 
ble (ha pasado de 137 escaños a 66, con 
un 16,70%, no obtiene representación por 
primera vez en el País Vasco y se queda 
sólo con uno en Catalunya), a Ciudada¬ 
nos (que sube de 32 a 57 escaños con 
15,86%, pero no logra el sorpasso al PP 
y retrocede en su feudo original, 
Catalunya) y a Vox (la ultraderecha que 
entra en el Congreso con 24 escaños y 
10,26%, pero por debajo de las expecta¬ 
tivas que había generado, afirma Jaime 
Pastor en Viento Sur. 

En Euskal Herria el PP no saca ningún 
diputado. Bildu -la izquierda abertzale- 
aumenta a cuatro diputados. Tanto en 
Catalunya como en Euskadi existe una 
mayoría social que quiere decidir sobre 
su futuro y que quiere hacerlo en paz y 
sin violencia: el resultado de las opciones 
independentistas así lo demuestra y cual¬ 
quier proyecto transformador deberá te¬ 
nerlo en cuenta. 

En Catalunya los t 

res grandes temas que han estado pre¬ 
sentes en las elecciones generales son: 
los presos políticos, el referéndum de au¬ 
todeterminación y el peligro de un gobier¬ 
no de la derecha extrema. Ezquerra Re¬ 
publicana de Catalunya (ERC) ha gana¬ 
do las elecciones en votos (más de un 
millón) y escaños (15) convirtiéndose en 
el primer partido independentista que 
gana unas elecciones generales en 
Catalunya. 

Según Martí Caussa, el otro gran cambio 
en el bloque soberanista afecta a los Co¬ 
munes, que han pasado de ser la primera 
fuerza en 2016 a la cuarta en 2019, ba¬ 
jando de 12 a 7 diputados y perdiendo 
más de 233.000 votos (un 27,6 % res¬ 
pecto al 2016). Si tenemos en cuenta que 
Unidas Podemos fuera de Catalunya ha 
perdido el 25,8 % de los votos de 2016, 
se puede suponer que las pérdidas ma¬ 
yores de En Comú Podem se deben a 
factores específicos de Catalunya. Y 
como en el terreno de las propuestas so¬ 
ciales no hay diferencias importantes con 
Unidas Podemos, parece lógico atribuir 
los peores resultados a la posición sobre 
el procés. 

Los Comunes han sido castigados por un 
sector de sus votantes debido a la posi¬ 
ción que mantuvieron los meses previos 
al l-O, cuando Catalunya en Comú tuvo 
una actitud de pasividad de cara a la or¬ 
ganización del referéndum y no llamó a 
la participación activa. El hecho de que 
algunos de sus líderes más conocidos (y, 
sobre todo, muchos militantes) acabaran 
votando y defendiendo los colegios no 
hizo olvidar la actitud anterior, ni la posi¬ 
ción totalmente contraria al referéndum 
de otra parte de dirigentes y militantes. 


Quizás porque preveían de donde ven¬ 
drían las pérdidas los Comunes pusieron 
de cabeza de lista a Jaume Assens, se¬ 
guramente la persona más respetada por 
el independentismo, que comenzaba to¬ 
das sus intervenciones reclamando la li¬ 
bertad para los presos y exiliados. Pero 
no ha sido suficiente. En 2016 los Co¬ 
munes representaban el 43% del bloque 
soberanista, ahora son el 27%. 

En cualquier caso, la gran mayoría de la 
población ha dicho “no” a la derecha ra¬ 
dical, machista, racista y al servicio de 
los ricos. El gran derrotado de estas elec¬ 
ciones es el Partido Popular. 

Unidas Podemos, que aglutina a Pode¬ 
mos, Pablo Iglesias, e Izquierda Unida 
(IU) de Alberto Garzón, han perdido 29 
escaños. Consiguieron sólo 42 respecto 
a 2016, cuando con las confluencias con 
otras organizaciones sumaron 71 diputa¬ 
dos. Podemos e IU han dilapidado el 
capital acumulado: se han dejado 1,3 mi¬ 
llones de votos. 

En Castilla y León, una de las autono¬ 
mías que más sufre la despoblación, 
Unidas Podemos no ha sacado ningún 
diputado/a como auguraban las encues¬ 
tas. No ha podido revalidar los tres dipu¬ 
tados de 2016. En Castilla-La Mancha 
tampoco ha sacado escaño, es decir, ha 
perdido dos. En Extremadura tampoco 
ha obtenido representación. En 2016, la 
coalición llegó a los 15 diputados en la 
España vacía, las circunscripciones que 
se reparten menos de seis diputados cada 
una. 

Según la declaración de Anticapitalistas 
Unidas Podemos ha recibido un voto 
prestado de la izquierda social y de toda 
una generación que lleva movilizada des¬ 
de el 15M. 

La imagen que resume la situación de 


Podemos es la siguiente: hasta el teatro 
Goya sólo se acercó la cúpula del parti¬ 
do. Unos 300 periodistas acreditados lle¬ 
naban una sala a falta de la militancia. 
Unos pocos simpatizantes se reunieron 
en la plaza del Museo Reina Sofía, lugar 
simbólico para el partido. 

A pesar de estos nefastos resultados 
Pablo Iglesias sigue insistiendo al PSOE 
para entrar en el Gobierno. El partido de 
Pablo Iglesias no tiene ni los votos, ni 
presencia en las calles y en las 
movilizaciones, ni la pluralidad necesa¬ 
ria, ni la fuerza suficiente como para exi¬ 
gir entrar en el gobierno. Salvo que quie¬ 
ra entrar a toda costa y servir desde el 
minuto uno como muleta al PSOE para 
aplicar sus políticas contra las necesida¬ 
des del pueblo. Desde las páginas del 
periódico del régimen, El País, Pablo Igle¬ 
sias se ofrece para ser garantía y estabi¬ 
lidad al régimen. El artículo lleva como 
título “Gobierno estable y de izquierda”. 
(El País, 01 de mayo, 2019). 

Pero, ¿a qué se debe estos nefastos re¬ 
sultados electorales? Como bien dice 
Caussa, “la campaña contra Podemos 
organizada por las “cloacas del Estado” 
ha pasado factura. No debería de haber 
duda sobre el impacto negativo de esta 
campaña orquestada por las clases do¬ 
minantes del país. 

Ahora bien, dicha campaña se podría 
haber resistido en muchas mejores con¬ 
diciones si el proyecto no se hubiera 
movido tanto desde el punto inicial del 
que partía, si no hubiera ahogado los pro¬ 
cesos democráticos de base y si hubiera 
aprendido a convivir con distintas tenden¬ 
cias en su seno en vez de intentar aplas¬ 
tarlas: en definitiva, si no hubiera cam¬ 
biado un proyecto de reformas estructu¬ 
rales avanzadas por primar un entendi¬ 
miento con el PSOE gestionado por un 









